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La Unificación y Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de Estado 

en el Régimen de Transición Pensional en Colombia1 

 

Resumen 

La Ley 1437 de 2011, por la cual se expide el Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, introdujo en su articulado 

la institución jurídica «Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de 

Estado». Institución con la que se buscó impactar el ordenamiento jurídico de 

lo contencioso administrativo colombiano, al darle la relevancia necesaria a 

las sentencias de unificación del Consejo de Estado y su carácter obligatorio 

de aplicación para situaciones que así lo ameriten.  

 

La Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de Estado, aplicada en el 

reconocimiento de los derechos pensionales, con base al régimen de 

transición pensional señalado en la Ley, es una herramienta que se le 

confiere al Consejo de Estado, a fin de asegurar que la administración 

aplique de manera uniforme las sentencias de unificación proferidas por este 

órgano judicial, en sede administrativa, conminando así a la protección de los 

derechos pensionales y el de evitar situaciones discordantes en cuanto a la 

aplicación del régimen de transición reglado en el artículo 36 de la Ley 100 

de 1993, dada las múltiples interpretaciones que se le han dado al artículo 

citado, por parte de las entidades reconocedoras de pensiones, en el 

régimen de prima media, frente a la aplicación de los diferentes regímenes 

especiales de pensión. 

 

Es así como se busca que la aplicación de la Extensión de la Jurisprudencia, 

genere un criterio de igualdad al momento de aplicar el régimen de 

                                                           
1 La presente tesina se elaboró dentro de la línea de investigación «Derecho 
Constitucional» del grupo de Derecho Público (COL0028918) de la Universidad 
Militar Nueva Granada. 
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transición, y que aquellos a quienes se les aplique, al momento de su 

reconocimiento pensional, tengan la certeza de que a situaciones jurídicas 

pensionales iguales se encuentren soluciones unificadas para las mismas. 

 

 

Palabras clave 

 

Consejo de Estado, régimen de transición, extensión de la jurisprudencia, 

recurso de unificación, sentencias de unificación, reconocimiento pensional, 

régimen pensional.  

 

 

Introducción 

 

Es una necesidad del profesional del derecho, verificar los cambios que la Ley 

1437 de 2011 introdujeron a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 

frente a la obligatoriedad que impuso a la administración de aplicar uniformemente 

las sentencias de unificación del Consejo de Estado, y para el presente trabajo de 

investigación, en las relacionadas con el régimen de transición en pensiones.  

 

Lo anterior tiene su asidero, en las diferentes interpretaciones dadas por las 

entidades que tiene a su cargo el reconocimiento pensional, a como se debe 

aplicar el régimen de transición, al momento de reconocer una pensión en el 

régimen de prima media, frente a los distintos regímenes pensionales especiales 

del sector público. 

 

El presente trabajo estará conformado por cuatro capítulos identificados de la 

siguiente manera: un primer capítulo que referirá el lineamiento investigativo en lo 

pertinente a las variables que dan origen a la presente investigación.  
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Un segundo capítulo donde se conceptualizara y delimitara el régimen de 

transición en Colombia creado por el legislador; observando el comportamiento 

que tiene el mismo de acuerdo a los objetivos que debe cumplir el Estado Social 

de Derecho y a las garantías constitucionales en el reconocimiento pensional. Así 

mismo, en este capítulo se identificarán las modificaciones que se han surtido a 

través del tiempo, conforme a los decretos reglamentarios, leyes y normas 

pertinentes que han modificado el régimen de pensiones en Colombia, en especial 

a lo que refiere el régimen de transición.  

 

En el tercer capítulo se tratarán los antecedentes que dieron origen al Recurso de 

Unificación de la Jurisprudencia del Consejo de Estado, haciendo énfasis en 

los motivos de su introducción en la Jurisdicción Contencioso Administrativa 

y de su impacto en el ordenamiento jurídico administrativo colombiano, al 

llevar los efectos de una sentencia de unificación por medio del 

procedimiento para la extensión de la jurisprudencia del Consejo de Estado a 

terceros. 

 

En un cuarto capítulo se dará solución al problema planteado, mediante el trabajo 

de campo realizado en la presente investigación, estableciendo la cantidad de 

extensiones de Jurisprudencia solicitadas a las entidades públicas reconocedoras 

de derechos pensionales y al Consejo de Estado, en aplicación de las sentencias 

de unificación del régimen de transición para empleados públicos, y la efectividad 

de sus respuestas en el reconocimiento pensional.  

 

Por último se llegará a las conclusiones de la implementación de la Extensión 

de la Jurisprudencia por parte del Consejo de Estado, en las sentencias de 

unificación emitidas por este órgano judicial, que regulan derechos 

pensionales. 
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Capítulo 1 

 

Proyecto Investigativo 

 

 

1. 1 Problema Investigativo  

 

Colombia es un país en constante producción normativa, generada en el 

seno del Congreso de la República, con la que se pretende abarcar todas las 

situaciones jurídicas posibles a fin de que las mismas tengan injerencia por 

parte del Estado. 

 

Dentro de ese amplio escenario de normas fue expedida la Ley 1437 de 

2011, por la cual se crea el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo (en adelante CPACA), siendo el resultado del 

trabajo de ex ─ Consejeros y Consejeros de Estado y altos juristas del país, 

quienes consideraban que con dicho código se superarían muchos de los 

inconvenientes que presenta dicha jurisdicción, entre ellas la congestión. 

 

El CPACA dio un papel preponderante a las sentencias de unificación del 

Consejo de Estado, a través de sus artículos 256 y 269, olvidando así que el 

ordenamiento jurídico colombiano no es de tradición jurisprudencial y menos 

aún de una jurisprudencia con vocación de permanencia.  

 

No son pocas las variaciones en las líneas jurisprudenciales del Consejo de 

Estado, frente a temas de pensiones, de prestaciones sociales y de todas las 

otras materias administrativas, que con una sentencia de unificación no se 

superan ni se hacen inmodificables. 
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Un caso significativo que se presenta con respecto a la interpretación que el 

Consejo de Estado ha hecho del régimen de transición contenido en el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y consecuencialmente en la aplicación de 

la Ley 33 de 1985, donde luego de 25 años de su expedición y diferentes 

posturas interpretativas, la línea jurisprudencial del máximo tribunal 

administrativo varió el 4 de agosto de 2010, para emitir una sentencia de 

unificación que generó la reliquidación de miles de pensiones en el país. 

 

Es por ello, objeto de investigación establecer si la variabilidad de las 

posturas jurisprudenciales del Consejo de Estado ofrece garantía de 

seguridad jurídica, teniendo en cuenta que la Ley 1437 de 2011 establece la 

obligatoriedad de la aplicación de sus sentencias de unificación; para ello se 

tomará como referente la variación en la línea jurisprudencial del Consejo de 

Estado frente al régimen de transición de la Ley 100 de 1993. 

 

 

1.2 Metodología 

 

Se implementó una investigación jurídica de la que se derivara el estudio de la 

norma jurídica, el precedente jurisprudencial y la doctrina, tomadas en cuenta por 

ser fuente del derecho. Se determinó la fuerza vinculante de las sentencias de 

unificación del Consejo de Estado en la aplicación del régimen de transición para 

los empleados públicos y si su incumplimiento puede acarrear sanciones a las 

entidades públicas que no apliquen dichas sentencias. 

 

La investigación jurídica debe tener en cuenta también lo que acontece en la 

sociedad, ya que de ello depende el cambio en las normas; si el orden económico 

prima para hacer efectivos los derechos de las personas, en especial el derecho a 

la seguridad social en pensiones dentro del régimen de transición, las garantías 

que otorga a unos y los aspectos negativos que otorgan a otros.  
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El tipo de investigación fue exploratorio2, porque se miró la tendencia o variables 

en las decisiones que se toman en el tema del régimen de transición en pensiones 

para empleados públicos por parte del Consejo de Estado y la función que ha 

otorgado la Ley 1437 de 2011 a dicho órgano judicial como juez competente y de 

última instancia sobre la naturaleza del asunto.  

 

En un primer momento se identificaron las tres dimensiones del derecho en 

términos de su justicia, su validez y su eficacia. Al haberse propuesto una 

investigación que evaluara los efectos concretos de una norma, el estudio adquirió 

un enfoque socio jurídico.  

 

No obstante hubo limitaciones en la obtención de información para cuantificar el 

fenómeno en las entidades que reconocen pensiones, razón por la cual la 

información recolectada principal fue la producida por el Consejo de Estado.  

 

Así las cosas, lo que comenzó como una investigación cuantitativa adquirió 

elementos de investigación cualitativa para poder dar cuenta de la pregunta de 

investigación. 

  

 

1.3 Pregunta investigativa 

 

La pregunta a resolver es ¿Las sentencias de unificación del Consejo de 

Estado sobre la aplicación del régimen de transición pensional de los 

empleados públicos y los procedimientos reglados en los artículos 102 y 269 

del CPACA hacen más eficaz el reconocimiento de pensiones por parte de 

las entidades que tiene a su cargo dicha función? 

 

                                                           
2 http://www.tiposdeinvestigacion.com/investigacion-exploratoria/ 
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1.4 Objetivos  

 

1.4.1 Objetivo General 

 

Establecer si las sentencias de unificación del Consejo de Estado sobre la 

aplicación del régimen de transición pensional de los empleados públicos y los 

procedimientos reglados en los artículos 102 y 269 del CPACA hacen más eficaz 

el reconocimiento de pensiones por parte de las entidades encargadas de dicha 

función. 

 
 

1.4.2 Objetivos Específicos  

 

Examinar los principales motivos porque fue instituida la extensión de 

jurisprudencia del Consejo de Estado en la Ley 1437 de 2011 - CPACA 

 

Analizar el precedente jurisprudencial del Consejo de Estado en materia del 

régimen de transición pensional en Colombia y el aparente impacto de su 

fuerza vinculante.  

  

Identificar si el poder vinculante en sede administrativa que le otorga la ley 

colombiana las sentencias de unificación del Consejo de Estado, afecta las 

garantías constitucionales y los objetivos que debe cumplir el Estado Social 

de Derecho, en materia del régimen de transición pensional. 

 

 

1.5 Hipótesis 

 

La introducción de la figura de la «Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de 

Estado» y el poder vinculante que se le otorgó a sus sentencias de unificación, 
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que obliga a la administración a aplicarlas uniformemente a situaciones que 

tengan los mismos supuestos fácticos y jurídicos mejora la eficacia en el 

reconocimiento de las pensiones para las personas que, una vez cumplidos los 

requisitos de ley, lo solicitan, al dotar un procedimiento administrativo más rápido 

para e reconocimiento de los derechos. 

 

 

1.6 Justificación 

 

Se requiere que el profesional del derecho tenga conocimiento de las instituciones 

jurídicas que le fueron otorgadas a la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo, con la entrada vigencia de la Ley 1437 de 2011, por la cual se 

expide el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, ya que este regula todos los conflictos administrativos y 

procedimentales que se deben seguir dentro de un litigio de su competencia. 

 

Asimismo, que el profesional del derecho, pueda argumentar como dichas 

instituciones jurídicas se han reflejado en las decisiones que se han tomado frente 

a los cambios en la aplicación del régimen de transición pensional en Colombia, la 

unificación de las sentencias del Consejo de Estado frente a temas pensionales y 

sus consecuencias frente al reconocimiento pensional, dados los diferentes 

regímenes especiales de pensiones para empleados públicos.  

 

Lo anterior con el fin de proteger los derechos de las personas que conviven en 

sociedad, en virtud de los derechos conexos que surgen con la aplicación del 

régimen de transición, como parte de la seguridad social de los asociados, y el 

reconocimiento a las garantías que deben acceder los mismos al convivir en 

sociedad, donde el Estado es garante de la vigilancia y tratamiento de los servicios 

que se prestan por las entidades reconocedoras de dicha prestación.  
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Capítulo 2 

 

Régimen de Transición pensional en Colombia 

 

 

2.1 Concepto de Régimen de transición de Pensiones 

 

A fin de precisar el concepto del régimen de transición pensional, se trae a 

colación lo dicho por algunos tratadistas que hablan sobre el tema propuesto, 

en concordancia con lo expresado por las altas cortes frente al tema, 

encontrando lo siguiente:  

 

El tratadista colombiano Jairo García González precisa que «El régimen de 

transición es un escudo protector para que los cambios producidos por un 

tránsito legislativo no afecten desproporcionalmente a quienes, si bien no 

han adquirido el derecho a la pensión, por no haber cumplido los requisitos 

para ello, tienen una expectativa legítima de adquirir ese derecho, por estar 

próximos a cumplir los requisitos para pensionarse, en el momento del 

tránsito legislativo.»3 

 

Por otra parte, Oscar José Dueñas Ruiz, define el régimen de transición 

«como un mecanismo indispensable a la hora de efectuar reformas 

pensionales, el cual consiste en la aplicación de las normas anteriores, 

cuando las nuevas no son más favorables.»4 

 

                                                           
3 GARCIA GONZÁLEZ, Jairo. Pensiones. Régimen de Transición Normatividad y 
Jurisprudencia. Librería Sánchez R. Ltda. Edición 2011. Pág. 31 
 
4 DUEÑAS RUIZ, Oscar. Las pensiones. Teoría, Normas y Jurisprudencia. Segunda 
edición. Librería Ediciones el Profesional Ltda.2003. Págs. 344,345p. 
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La Corte Constitucional por su parte definió el régimen de transición 

mediante sentencia C-789 de 2002, como «un mecanismo legal de 

protección para que los cambios producidos por un tránsito legislativo no 

afecten desmesuradamente a quienes, si bien no han adquirido el derecho 

de pensión, por no haber cumplido con los requisitos para ello, tienen una 

expectativa legítima de adquirir ese derecho, por estar próximos a cumplir 

con los requisitos para pensionarse en el momento del tránsito legislativo5». 

 

El Consejo de Estado definió el régimen de transición en los siguientes 

términos «Ya se insinuó al principio de este acápite, que el régimen de 

transición en materia pensional, tiende a identificarse como una prerrogativa 

para regular el tránsito legislativo en materia pensional, que resguarda 

expectativas o derechos adquiridos conforme a normas que luego son 

retiradas del ordenamiento jurídico por cualquiera de las causas establecidas 

para limitar o terminar su vigencia»6 

 

Así las cosas, encontramos que el régimen de transición es una respuesta a 

la necesidad del legislador de cambiar los requisitos necesarios para el 

reconocimiento pensional, a fin de evitar crisis económicas futuras en el país, 

pero sin afectar los intereses de las personas que están por cumplir los 

requerimientos exigidos por la ley para ser beneficiarios de una pensión.  

 

Es por ello que en este reconocimiento pensional, se hace necesario que el 

juez, a quien se le reclama la prestación, tenga claridad de los requisitos que 

debe cumplir el solicitante, para la fecha del reclamo del derecho, y por ende 

dar aplicación a los principios del régimen de pensiones, como lo son los de 

                                                           
5 Sentencia C─789 de 2002 – Corte Constitucional – Magistrado Ponente Rodrigo 
Escobar Gil – Referencia expediente – D-3958. – Bogotá 24 de septiembre de 2002. 
 
6 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren ─ Bogotá 4 de agosto de 2010 – 
radicación número: 25000-23-25-000-2004-06145-01(2533-07). 
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eficiencia, universalidad, solidaridad, sostenibilidad financiera, 

irrenunciabilidad y progresividad. 

 

Ahora bien, el régimen de transición en pensiones se encuentra reglado en el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993, estableciendo lo siguiente: 

Artículo 36. Régimen de transición: La edad para acceder a la 

pensión de vejez, continuará en cincuenta y cinco (55) años para 

las mujeres y sesenta (60) para los hombres, hasta el año 2014, 

fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, es decir, 

será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres. 

La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio 

o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de 

vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el 

sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son 

mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o 

quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida 

en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. Las demás 

condiciones y requisitos aplicables a estas personas para acceder 

a la pensión de vejez, se regirán por las disposiciones contenidas 

en la presente ley. (Subrayado fuera de texto) 

Quienes a la fecha de vigencia de la presente ley hubiesen 

cumplido los requisitos para acceder a la pensión de jubilación o 

de vejez conforme a normas favorables anteriores, aun cuando no 

se hubiese efectuado el reconocimiento, tendrán derecho, en 

desarrollo de los derechos adquiridos, a que se les reconozca y 

liquide la pensión en las condiciones de favorabilidad vigentes al 

momento en que cumplieron tales requisitos7.  

 

Según la norma trascrita, el régimen de transición pensional se aplica 

siempre y cuando el afiliado, hombre o mujer, cumpla con uno de los dos 

                                                           
7 COLOMBIA. Ley 100 de 1993.Por la cual se crea el Sistema de seguridad Social 
Integral y se dictan otras disposiciones. 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248 
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requisitos: el de edad, 35 años las mujeres y 40 años los hombres, o quince 

años o más de servicios cotizados, a fin de que su mesada pensional sea 

reconocida con el régimen pensional anterior al que se encontrare afiliado a 

la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, si éste le fuese más favorable.  

 

Es decir, se le respetarán las condiciones de edad para acceder a la pensión 

de vejez, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas, y el monto 

de la pensión de vejez. Es importante indicar que éste es un beneficio que 

sólo se reconoce a los trabajadores afiliados al régimen de prima media con 

prestación definida. 

 

 

2.2 Antecedentes del Régimen de Transición de Pensiones 

 

La institución jurídica del régimen de transición pensional tiene sus 

antecedentes en la Ley 6 de 1945 y el Decreto 3138 de 1968. Al respecto el 

Consejo de Estado se ha expresado en los siguientes términos «La 

jurisprudencia ha reconocido régimen de transición en razón de la edad con 

aplicación de la Ley 6° de 1945 en función de las situaciones jurídicas 

consolidadas a la luz del Decreto 3135 de 1968, cuyos preceptos fueron 

afectados por su derogatoria en virtud de la Ley 33 de 1985, y además en 

atención a que el Decreto 3135 tenía aplicabilidad a empleados del orden 

nacional y no territorial»8 

 

Por otra parte la Ley 33 de 1985, regló en su artículo 1º parágrafo 2º lo 

siguiente 

 

                                                           
8 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren – Bogotá 4 de agosto de 2010 – radicación 
número: 25000-23-25-000-2004-06145-01(2533-07). 
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Ley 33 de 1985. Artículo 1º. Parágrafo 2º. Para los empleados 

oficiales que a la fecha de la presente Ley hayan cumplido quince 

(15) años continuos o discontinuos de servicio, continuarán 

aplicándose las disposiciones sobre edad de jubilación que regían 

con anterioridad a la presente Ley9. 

 

De lo anterior se concluye que el régimen de transición en pensiones es una 

institución jurídica de antaño, la cual ha sido implementada por el estado por 

más de siete décadas, en diferentes legislaciones, con el fin de proteger las 

expectativas que tienen los empleados públicos, frente a su reconocimiento 

pensional, garantizándoles así unos requisitos más favorables en cuanto a la 

edad de jubilación. 

 

Un ejemplo de lo anterior, sucede con la norma citada que unificó los 

regímenes pensionales de los empleados públicos, contenidos en la Ley 6 de 

1945 y el Decreto 3135 de 1968 y por lo tanto, si algún empleado público 

cumple lo reglado en el parágrafo 2 del artículo 1 de la Ley 33 de 1985, tiene 

derecho a percibir una pensión de jubilación con 50 años de edad; y 20 años 

de servicios en los términos del literal (b) del artículo 17de la Ley 6 de 1945. 

 

 

2.3  Reforma Constitucional al Régimen de Transición de pensiones 

 

Como se indicó anteriormente, al entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, lo 

único que necesitaba el afiliado al Régimen de Prima Media, para que le 

fuera aplicable el régimen pensional más favorable, era cumplir con uno de 

los dos requisitos: ya fuera haber tenido a la vigencia de la norma citada, 35 

años las mujeres y 40 años los hombres, o quince años o más de servicios 

                                                           
9 COLOMBIA. Ley 33 de 1985. Por la cual se dictan algunas medidas en relación 
con las Cajas de Previsión y con las prestaciones sociales para el Sector Público. 
www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=248 
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cotizados, y lógico tener las semanas cotizadas y la edad de jubilación 

indicada.  

 

Pero dicha regulación cambió con la expedición del Acto Legislativo número 

1 de 2005, el cual condicionó la aplicación del Régimen de Transición en los 

siguientes términos. 

 

Acto legislativo número 1 de 2005. Artículo 1. Se adicionan los 

siguientes incisos y parágrafos al artículo 48 de la Constitución 

Política: 

Parágrafo transitorio 4. El régimen de transición establecido en la 

Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen dicho régimen, 

no podrá extenderse más allá del 31 de julio de 2010; excepto 

para los trabajadores que estando en dicho régimen, además, 

tengan cotizadas al menos 750 semanas o su equivalente en 

tiempo de servicios a la entrada en vigencia del presente Acto 

Legislativo, a los cuales se les mantendrá dicho régimen hasta el 

año 2014. Los requisitos y beneficios pensionales para las 

personas cobijadas por este régimen serán los exigidos por el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y demás normas que desarrollen 

dicho régimen. 

Artículo 2. El presente acto legislativo rige a partir de la fecha de 
su publicación10. 

Al entrar en vigencia el Acto Legislativo número 1 de 2005, la aplicación del 

régimen de transición pensional en Colombia tuvo dos condicionamientos: 

 

El primero de ellos estableció un límite en la aplicación del Régimen de 

transición, hasta el 31 de julio de 2010, para aquellos afiliados que a la 

                                                           
10 COLOMBIA. Acto Legislativo 1 de 2005. Por el cual se adiciona el artículo 48 de 
la Constitución Política. 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=17236 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=4125#48
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248#36
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entrada en vigencia del acto legislativo número 1 no tuvieran 750 semanas 

cotizadas. 

 

Un segundo condicionamiento, que estableció un límite en la aplicación del 

Régimen de transición, hasta el año 2014, entendido como el 31 de 

diciembre de 2014, para aquellos afiliados que a la entrada en vigencia del 

acto legislativo número 1 tuvieran 750 semanas cotizadas.  

 

Es decir, que con la expedición del Acto Legislativo número 1 de 2005 se 

estableció que a partir del 1 de enero de 2015, desaparece el Régimen de 

transición en Colombia y solamente aquellos que hubieren cumplido los 

requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas cotizadas en vigencia del 

régimen de transición; es decir antes del 31 de diciembre de 2014, les será 

aplicable, siempre y cuando hubiesen cotizado 750 semanas en el régimen 

de prima media, a la entrada en vigencia del Acto Legislativo número 1 de 

2005. 

 

 

2.4 Reforma legal del Régimen de Transición en Pensiones 

 
Como nos referimos anteriormente a la modificación Constitucional que tuvo 

el Régimen de Transición en Pensiones, también ha de indicarse que el 

Gobierno Nacional, a través de la expedición de leyes, ha querido modificar 

el mencionado régimen. El Estado, mediante las Leyes 797 de 2003 y 860 de 

2003, ha querido dar una nueva interpretación a las normas que regulan su 

aplicación, encontrándose que en el control de constitucionalidad de los 

artículos que se refieren al Régimen de Transición, estos han sido 

condicionados o retirados del ordenamiento jurídico por parte de la Corte 

Constitucional.  
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A continuación se tratará cada norma por separado y cómo ha sido su control 

de constitucionalidad. 

 

 

2.4.1 Reforma Ley 797 de 2003 

  

El Congreso expidió el 29 de enero de 2003 la Ley 797, con la cual se 

modificaron algunos artículos de la Ley 100 de 1993 y se adoptaron nuevas 

disposiciones sobre los regímenes pensionales especiales y exceptuados. 

 

Entre lo más relevante, de la norma citada, encontramos el carácter 

obligatorio que se le dio a la afiliación al Sistema General de Pensiones por 

parte de los trabajadores dependientes o independientes, y la decisión por 

parte de estos de escoger el régimen de pensiones al cual se quisieran 

afiliar, con la opción de poder trasladarse por una sola vez cada cinco años a 

partir de la selección inicial.  

 

Frente a la modificación que hizo Ley 797 de 2003, en la aplicación del 

Régimen de transición en pensiones, encontramos las siguientes:  

Ley 797 de 2003. Artículo 2°. Se modifican los literales e) […] del 
artículo 13 de la Ley 100 de 1993 y […] 

Artículo 13. Características del Sistema General de Pensiones. 

e) Los afiliados al Sistema General de Pensiones podrán escoger 
el régimen de pensiones que prefieran. Una vez efectuada la 
selección inicial, estos sólo podrán trasladarse de régimen por una 
sola vez cada cinco (5) años, contados a partir de la selección 
inicial. Después de un (1) año de la vigencia de la presente ley, el 
afiliado no podrá trasladarse de régimen cuando le faltaren diez 
(10) años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la 
pensión de vejez;  

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248#13.e
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Si bien el artículo trascrito no tuvo una incidencia directa a modificar el texto 

del artículo 36 de la Ley 100 de 1193, por el cual se reglamenta el Régimen 

de transición Pensional, si lo condiciono al tiempo en que se puede cambiar 

un afiliado de un régimen pensional a otro. Es por esto que la norma fue 

objeto de control por parte de la Corte Constitucional, que al realizar su 

estudio dijo lo siguiente: 

En el presente caso, la medida prevista en la norma acusada, 

conforme a la cual el afiliado no podrá trasladarse de régimen 

cuando le faltaren diez (10) años o menos para cumplir la edad 

para tener derecho a la pensión de vejez, resulta razonable y 

proporcional, a partir de la existencia de un objetivo adecuado y 

necesario, cuya validez constitucional no admite duda alguna. En 

efecto, el objetivo perseguido por la disposición demandada 

consiste en evitar la descapitalización del fondo común del 

Régimen Solidario de Prima Media con Prestación Definida, y 

simultáneamente, defender la equidad en el reconocimiento de las 

pensiones del Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, pues 

se aparta del valor material de la justicia, que personas que no 

han contribuido a obtener una alta rentabilidad de los fondos de 

pensiones, puedan resultar finalmente beneficiadas del riesgo 

asumido por otros. 

 

De suerte que, a juicio de esta Corporación, siendo el derecho al 

régimen de transición un derecho adquirido, no puede 

desconocerse la potestad reconocida a las personas previstas en 

las hipótesis normativas de los incisos 4° y 5° del artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, de retornar en cualquier tiempo al régimen de 

prima media con prestación definida y, por lo mismo, hacer 

efectivo su derecho pensional con fundamento en las 

disposiciones que le resulten más benéficas, conforme lo expuso 

esta Corporación en Sentencia C-789 de 2002 (M.P. Rodrigo 

Escobar Gil). 

 

Por lo anterior, se declara exequible el artículo 2° de la Ley 797 

de 2003, que modificó el artículo 13 de la Ley 100 de 1993, en el 

siguiente aparte previsto en el literal e), a saber: “Después de un 
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(1) año de la vigencia de la presente ley, el afiliado no podrá 

trasladarse de régimen cuando le faltaren diez (10) años o menos 

para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez; 

(...)”, exclusivamente por el cargo analizado en esta oportunidad y 

bajo el entendido que las personas que reúnen las condiciones del 

régimen de transición previsto en el artículo 36 de la Ley 100 de 

1993 y que habiéndose trasladado al régimen de ahorro individual 

con solidaridad, no se hayan regresado al régimen de prima media 

con prestación definida, pueden regresar a éste -en cualquier 

tiempo-, conforme a los términos señalados en la sentencia C-789 

de 2002.11 (Subrayado fuera de texto) 

 

De la sentencia trascrita tenemos que con la modificación que se hizo del 

literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 1993, mediante el artículo 2 de la 

Ley 797 de 2003, se buscó limitar a quienes estando en el régimen de ahorro 

individual, pero con la oportunidad de regresar al régimen de prima media y 

ser beneficiarios del régimen de transición en los términos de la sentencia C- 

789 de 2002, y estuviesen a menos de diez años de cumplir el requisito de 

edad para acceder a una pensión de vejez, no lo pudiesen. Situación que fue 

analizada por la Corte en el sentir de que dichas personas no le es aplicable 

la norma en cita, en el entendido de que su situación ya fue definida 

mediante sentencia C ― 789 de 2002, y por lo tanto están en capacidad de 

regresar al Régimen de Prima Media en Cualquier momento. 

 

Asimismo el artículo 18 de la Ley 797 de 2003 dispuso:  

Artículo 18. Se modifica el inciso segundo, se modifica el inciso 

quinto y se adiciona el parágrafo 2° del artículo 36 de la Ley 100 

de 1993, así: 

 

                                                           
11 Sentencia C–1024 de 2004 – Corte Constitucional – M.P. Rodrigo Escobar Gil – 
referencia expediente D-5138 – Bogotá 20 de octubre de 2004. 
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La edad para acceder a la pensión de vejez de las personas que 

al momento de entrar en vigencia el sistema tengan treinta y cinco 

(35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más 

años de edad si son hombres, o quince (15) o más años de 

servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al 

cual se encuentren afiliados. Las demás condiciones, requisitos y 

monto de la pensión de acuerdo con lo señalado en el numeral 2 

del artículo 33 y artículo 34 de esta ley, aplicables a estas 

personas, se regirán por las disposiciones contenidas en la 

presente ley. 

 

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el 

régimen de ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse al 

de prima media con prestación definida, con excepción de 

aquellos afiliados que a 1° de abril de 1994 tenían 15 o más años 

de servicios prestados o semanas cotizadas, caso en el cual 

podrán pensionarse con el régimen anterior cuando cumplan los 

requisitos exigidos para tener derecho a la pensión de vejez, 

siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos: 

 

a) Que se trasladen al fondo común de naturaleza pública del ISS, 

el capital ahorrado en su cuenta individual de conformidad con las 

normas previstas por la Ley 100 de 1993 y sus decretos 

reglamentarios; 

 

b) Que el capital ahorrado en la cuenta individual, descontado el 

bono pensional, no sea inferior al monto de las cotizaciones 

correspondientes en caso que hubieran permanecido en el 

régimen de prima media administrado por el ISS. 

 

Para quienes el 1° de abril de 1994 tenían 15 años de servicios 

prestados o semanas cotizadas y se hubieren trasladado al 

régimen de ahorro individual con solidaridad, el monto de la 

pensión vejez se calculará de acuerdo con lo establecido en la Ley 

100 de 1993 para el régimen de ahorro individual con 

solidaridad.12. 

                                                           
12 COLOMBIA. Ley 797 de 2003. Por la cual se reforman algunas disposiciones del 
sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 1993 y se adoptan 
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El artículo citado fue declarado inexequible por la Corte Constitucional 

mediante Sentencia C―1053 de 2003, por requisitos de forma al no cumplir 

éste con el trámite expedito en el Congreso para su aprobación, para lo cual 

se argumentó  

 

«Queda pues fuera de discusión por la expresa manifestación de 

ponentes de la Cámara de Representantes, que este artículo no 

fue votado ni aprobado en las Comisiones Séptimas Permanentes, 

“para no tener una votación con escaso quórum”, lo que resulta 

inaceptable desde el punto de vista constitucional y en cambio, 

pone de manifiesto la omisión de un deber jurídico de 

pronunciarse para adoptar una decisión sobre la norma propuesta 

la cual queda, así, sin aprobación en 2 de los debates exigidos del 

artículo 157 de la Constitución para convertirse en ley13» 

 

2.4.2 Reforma Ley 860 de 2003 

 

El 26 de diciembre de 2003, el Congreso expide la Ley 860, con la que 

nuevamente reforma algunas disposiciones del Sistema General de 

Pensiones, previsto en la Ley 100 de 1993 y se dictan otras disposiciones. La 

norma citada, también reformó el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

señalando lo siguiente: 

 

Artículo 4°. A partir de la vigencia de la presente ley, modifíquese 

el inciso segundo y adiciónese el parágrafo 2º del artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, del Sistema General de Pensiones. 

 

                                                                                                                                                                      
disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#18 

 
13 Sentencia 1053 de 2003 – Corte Constitucional – M.P. Alfredo Beltrán Sierra – 
referencia expediente D-4500 – Bogotá 11 de noviembre de 2003. 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0797_2003.html#18
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A partir de la fecha de vigencia de la presente ley y hasta el 31 de 

diciembre del año 2007, la edad para acceder a la pensión de 

vejez, el tiempo de servicios o el número de semanas cotizadas y 

el monto de la pensión de vejez, de las personas que el 1° de abril 

de 1994 tuviesen 35 años o más de edad si son mujeres o 

cuarenta años de edad o más si son hombres o 15 años o más de 

servicios cotizados, será la establecida en el régimen anterior al 

cual se encontraban afilados a esa fecha. A partir del 1º de enero 

del 2008, a las personas que cumplan las condiciones 

establecidas en el presente inciso se les reconocerá la pensión 

con el requisito de edad del régimen anterior al cual se 

encontraban afilados. Las demás condiciones y requisitos de 

pensión aplicables a estas personas serán los consagrados en el 

Sistema General de Pensiones incluidas las señaladas por el 

numeral 2 del artículo 3 y el artículo 34 de esta ley, modificada por 

la Ley 797 de 2003. 

 

Parágrafo 2º. Para los efectos de la presente ley, se respetarán y 

garantizarán integralmente los derechos adquiridos a quienes 

tienen la calidad de pensionados de jubilación, vejez, invalidez, 

sustitución y sobrevivencia en los diferentes órdenes, sectores y 

regímenes, así como a quienes han cumplido ya con los requisitos 

exigidos por la ley para adquirir la pensión, pero no se les ha 

reconocido14. 

 

Dicho artículo fue llevado a control de constitucionalidad y mediante 

Sentencia C-754 de 2004, y fue declarado inexequible con base en los 

siguientes argumentos. 

 

De todo lo anterior se desprende que el Legislador al expedir la 

norma acusada no tuvo en cuenta que, como se explicó en la 

Sentencia C-789 de 2002, si bien frente a un tránsito legislativo y 

al régimen de transición respectivo el derecho a la pensión no es 

un derecho constitucional adquirido, sino una expectativa legítima, 

                                                           
14 COLOMBIA. Congreso de la República. Ley 860 de 2003. Por la cual se reforman 
algunas disposiciones del Sistema General de Pensiones previsto en la Ley 100 de 
1993 y se dictan otras disposiciones. 
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sí existe un derecho al régimen de transición de las personas 

cobijadas por el mismo94. Tampoco tuvo en cuenta que una vez 

entrada en vigencia la disposición que consagra el régimen de 

transición, los trabajadores que cumplan con los requisitos 

exigidos para el mismo consolida una situación concreta que no se 

les puede menoscabar15.  

 

La Corte declaró inexequible el artículo citado, en razón a que contraría a la 

Constitución por violentar el derecho a la igualdad como principio rector, 

además de que la misma tuvo para su aprobación vicios de procedimiento. 

Argumentó que el legislador debe respetar el principio de favorabilidad y los 

preceptos que los principios mismos enmarcan en la norma que beneficie a 

los afiliados al Sistema de Seguridad Social.  

   
 

2.5 Pérdida del Régimen de Transición en Pensiones 

 

Como se ha indicado a lo largo de este capítulo, los afiliados al régimen de 

prima media tienen derecho a cobijarse del régimen de transición, cuando 

cumple con los preceptuado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en 

concordancia con lo reglado en el parágrafo 4º del acto legislativo número 1 

de 2005.  

 

Pero debe de advertirse que el artículo 36 de la Ley 100 establece lo 

siguiente:  

 

Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al 

momento de entrar en vigencia el régimen, tengan treinta y cinco 

(35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más 

años de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas 

personas voluntariamente se acojan al régimen de ahorro 

                                                           
15 Sentencia C─754 de 2004 – Corte Constitucional – M.P. Álvaro Tafur Galvis – 
referencia expedientes D-592 y 593 – Bogotá 4 de agosto de 2004. 
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individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las 

condiciones previstas para dicho régimen. (Inciso declarado 

condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante 

Sentencia C–789 de 2002.) 

 

Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el 

régimen de ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse al 

de prima media con prestación definida. (Inciso declarado 

condicionalmente exequible por la Corte Constitucional, mediante 

Sentencia C–789 de 2002.) 

 

Adquirido el régimen de transición, éste se pude perder, cuando el afilado 

decide cambiarse voluntariamente de régimen pensional y se traslada del 

régimen de prima media con prestación definida al régimen de ahorro 

individual con solidaridad. La norma citada es clara al establecer que dicho 

traslado entre regímenes pensionales tiene como consecuencia la pérdida de 

los beneficios que se obtiene al pertenecer al régimen de transición que 

establecen los incisos 1 y 2 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

 

Frente a la pérdida del régimen de transición, como consecuencia del 

traslado de régimen, la Corte Constitucional en Sentencia C―789 de 2002, 

se pronunció en los siguientes términos: 

  
Como se desprende de la lectura del inciso segundo del artículo 

36 de la Ley 100 de 1993, el legislador previó el régimen de 

transición en favor de tres categorías de trabajadores que, al 

momento de entrar en vigor dicha ley, cumplieran con 

determinados requisitos. En primer lugar, los hombres que 

tuvieran más de cuarenta años; en segundo lugar, las mujeres 

mayores de treinta y cinco y; en tercer lugar, los hombres y 

mujeres que, independientemente de su edad, tuvieran más de 

quince años de servicios cotizados; requisitos que debían cumplir 

al momento de entrar en vigencia el sistema de pensiones, 

conforme lo establece el artículo 151 de dicha ley.  
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A su vez, como se desprende del texto del inciso 4º, este requisito 

para mantenerse dentro del régimen de transición se les aplica a 

las dos primeras categorías de personas; es decir, a las mujeres 

mayores de treinta y cinco y a los hombres mayores de cuarenta. 

Por el contrario, ni el inciso 4º, ni el inciso 5º se refieren a la 

tercera categoría de trabajadores, es decir, quienes contaban para 

la fecha (1º de abril de 1994) con quince años de servicios 

cotizados. Estas personas no quedan expresamente excluídos del 

régimen de transición al trasladarse al régimen de ahorro 

individual con solidaridad, conforme al inciso 4º, y por supuesto, 

tampoco quedan excluidos quienes se trasladaron al régimen de 

prima media, y posteriormente regresan al de ahorro individual, 

conforme al inciso 5º. 

  

El intérprete podría llegar a concluir, que como las personas con 

más de quince años cotizados se encuentran dentro del régimen 

de transición, a ellos también se les aplican las mismas reglas que 

a los demás, y su renuncia al régimen de prima media daría lugar 

a la pérdida automática de todos los beneficios que otorga el 

régimen de transición, así después regresen a dicho régimen. Sin 

embargo, esta interpretación resulta contraria al principio de 

proporcionalidad.  

  

Conforme al principio de proporcionalidad, el legislador no puede 

transformar de manera arbitraria las expectativas legítimas que 

tienen los trabajadores respecto de las condiciones en las cuales 

aspiran a recibir su pensión, como resultado de su trabajo. Se 

estaría desconociendo la protección que recibe el trabajo, como 

valor fundamental del Estado (C.N. preámbulo, art. 1º), y como 

derecho-deber (C.N. art. 25). Por lo tanto, resultaría contrario a 

este principio de proporcionalidad, y violatorio del reconocimiento 

constitucional del trabajo, que quienes han cumplido con el 75% o 

más del tiempo de trabajo necesario para acceder a la pensión a 

la entrada en vigencia del sistema de pensiones, conforme al 

artículo 151 de la Ley 100 de 1993 (abril 1º de 1994), terminen 

perdiendo las condiciones en las que aspiraban a recibir su 

pensión. 
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En tal medida, la Corte establecerá que los incisos 4º y 5º del 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 resultan exequibles en cuanto 

se entienda que los incisos no se aplican a las personas que 

tenían 15 años o más de trabajo cotizados para el momento de 

entrada en vigor del sistema de pensiones consagrado en la Ley 

100 de 1993, conforme a lo dispuesto en el artículo 151 del mismo 

estatuto.  

  

Por supuesto, esto no significa que las personas con más de 15 

años cotizados, y que se encuentran en el sistema de ahorro 

individual con solidaridad, se les calcule su pensión conforme al 

régimen de prima media, pues estos dos regímenes son 

excluyentes. Como es lógico, el monto de la pensión se calculará 

conforme al sistema en el que se encuentre la persona. 

  

Adicionalmente, resulta indispensable armonizar el interés en 

proteger la expectativa legítima de las personas que habían 

cumplido quince años o más cuando entró en vigencia el sistema, 

con el interés en que el régimen de prima media tenga los 

recursos suficientes para garantizar su viabilidad financiera. 

También resultaría contrario al principio de proporcionalidad, que 

quienes se trasladaron de este régimen al de ahorro individual, y 

después lo hicieron nuevamente al de prima media, reciban su 

pensión en las condiciones del régimen anterior, sin consideración 

del monto que hubieran cotizado.  

  

Por lo tanto, las personas que hubieran cotizado durante 15 años 

o más al entrar en vigencia el sistema de pensiones, y se 

encuentren en el régimen de prima media con prestación definida, 

tendrán derecho a que se les apliquen las condiciones de tiempo 

de servicios, edad y monto de la pensión, consagradas en el 

régimen anterior, siempre y cuando:  

  

a) Al cambiarse nuevamente al régimen de prima media, se 

traslade a él todo el ahorro que habían efectuado al 

régimen de ahorro individual con solidaridad, y 
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b) Dicho ahorro no sea inferior al monto total del aporte legal 

correspondiente en caso que hubieren permanecido en el 

régimen de prima media.  

  

En tal evento, el tiempo trabajado en el régimen de ahorro 

individual les será computado al del régimen de prima media con 

prestación definida16. 

De la sentencia trascrita se tiene, que los efectos jurídicos enmarcados en 

dicho pronunciamiento solo se deben ser aplicados a los afiliados que 

adquirieron el régimen de transición por edad; es decir hombres 40 años y 

mujeres 35 años y no para aquellos afiliados, hombres o mujeres, que 

adquirieron el régimen por haber tenido 15 o más años de servicio a la 

entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993. Entendiéndose que solamente 

los afiliados, que adquirieron transición por haber tenido 15 o más años de 

servicio, y que voluntariamente se trasladaron al régimen de ahorro individual 

podrán regresar al Régimen de Prima Media, trasladando todo lo ahorrado 

en dicho Régimen. 

 

Es por tanto que ante la posición adoptada por la Corte Constitucional, frente 

al tema de la pérdida del Régimen de Transición y su reintegro al mismo, el 

Gobierno Nacional expidió el Decreto 3800 de 2003, que en su artículo 3º 

expresó lo siguiente,  

 

Artículo 3. Aplicación del Régimen de Transición. En el evento en 

que una persona que a 1 de Abril de 1994 tenía quince (15) o más 

años de servicios prestados o semanas cotizadas, que hubiere 

seleccionado el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad, 

decida trasladarse al Régimen de Prima Media con Prestación 

Definida, le será aplicable el régimen de transición previsto en el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por lo cual podrán pensionarse 

de acuerdo con el régimen anterior al que estuvieren afiliados a 

                                                           
16 Sentencia C-789 de 2002 – Corte Constitucional – M.P. Rodrigo Escobar Gil – 
referencia expediente D-3958 – Bogotá 24 de septiembre de 2002. 
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dicha fecha, cuando reúnan las condiciones exigidas para tener 

derecho a la pensión de vejez, siempre y cuando cumplan con los 

siguientes requisitos:  

a) Al cambiarse nuevamente al Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida, se traslade a él el saldo de la cuenta 

de ahorro individual del Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad, y  

b) Dicho saldo no sea inferior al monto total del aporte legal 

para el riesgo de vejez, correspondiente en caso de que 

hubieren permanecido en el Régimen de Prima Media, 

incluyendo los rendimientos que se hubieran obtenido en 

este último.  

En tal evento, el tiempo cotizado en el Régimen de Ahorro 

Individual le será computado al del Régimen de Prima Media con 

Prestación Definida.  

Para efectos de establecer el monto del ahorro de que trata el 

literal b) anterior no se tendrá en cuenta el valor del bono 

pensional.17  

 

En el Decreto 3800 del año 2003, el legislador reglamentó los requisitos 

necesarios para que los beneficiarios del Régimen de Transición que se 

hubieren trasladado al régimen de Ahorro Individual con solidaridad pudiesen 

regresar al Régimen de prima Media. 

 

Según Jairo García, este Decreto tuvo una incidencia negativa en los 

derechos de muchos de los afiliados para poder regresar al Régimen de 

                                                           
17 COLOMBIA. Decreto 3800 de 2003. Por el cual se reglamenta el literal e) del 
artículo 13 de la Ley 100 de 1993, modificado por el artículo 2° de la Ley 797 de 
2003. 
 

http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=5248#13
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=7223#2
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Prima Media con Prestación Definida y no lograr su justo derecho a ser 

pensionados por el ISS.18 

 

El Consejo de Estado también tomo parte frente a la expedición del artículo 3 

del Decreto 3800 de 2003 y en estudio de una acción de simple nulidad 

propuesta contra la norma en cita, tomó una decisión de fondo en los 

siguientes términos: 

 

8. Decisión de fondo. 

De acuerdo con todo lo anterior, concluye la Sala que el Gobierno 

Nacional excedió su potestad de reglamentación para la cumplida 

ejecución de las leyes, si se tiene en cuenta que la potestad 

reglamentaria ha sido definida como "la producción de un acto 

administrativo que hace real el enunciado abstracto de la ley ... 

[para] encauzarla hacia la operatividad efectiva en el plano de lo 

real" y que se concreta, como lo ha dicho la Sala, en la expedición 

de las normas de carácter general que sean necesarias para la 

cumplida ejecución de la ley, porque toda facultad de regulación 

que tenga como contenido expedir normas para la cumplida 

ejecución de las leyes, pertenece, en principio, por atribución 

constitucional, al Presidente de la República quien expide normas 

de carácter general, subordinadas a la ley y orientadas a permitir 

su cumplida aplicación. 

De acuerdo con todo lo anterior, se accederá a las pretensiones 

de la demanda declarando la nulidad del literal b) del artículo 3º 

del Decreto 3800 de 2003 por cuanto, con las exigencias allí 

previstas, el ejecutivo desbordó la potestad reglamentaria del 

artículo 189 numeral 11 de la Carta, en consideración a que la 

norma reglamentada y el decreto no están referidos al mismo tema 

y el reglamentario no se ciñe en un todo a la materia regulada. 

Tampoco el artículo reglamentado ni la jurisprudencia 

                                                           
18 GARCIA GONZÁLEZ, Jairo. Pensiones. Régimen de Transición Normatividad y 
Jurisprudencia. Librería Sánchez R. Ltda. Edición 2011. Pág.31 
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constitucional que hace tránsito a cosa juzgada se refieren a la 

equivalencia entre el saldo y los rendimientos entre ambos 

regímenes pensionales para que pueda proceder legalmente el 

regreso al Régimen de Prima Media con Prestación Definida de 

aquellos afiliados señalados en el decreto, como sí se hizo en los 

apartes objeto de la demanda. 

Asimismo, se declarará la nulidad del último inciso del precitado 

artículo en razón a su conexidad directa con el literal b) que se 

anula en la presente decisión, porque la única condición para que 

le resulte aplicable el régimen de transición de la Ley 100 de 1993 

una persona que a 1° de abril de 1994 tenía mínimo 15 años de 

servicios prestados o semanas cotizadas, que hubiere 

seleccionado el Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad y 

decida trasladarse al Régimen de Prima Media con Prestación 

Definida, es que al cambiarse nuevamente al Régimen de Prima 

Media, traslade el saldo de la cuenta de ahorro individual, razón 

por la cual no se debe realizar consideración alguna respecto del 

valor del bono pensional para la procedencia del traslado.19 

Es así como el Consejo de Estado declaró la nulidad parcial del literal b) del 

artículo 3° del Decreto 3800 de 2003, pues al exigirse como requisito para 

conservar el régimen de transición, a quienes se trasladan del régimen de 

ahorro individual al régimen de prima media con prestación definida, que el 

saldo de la cuenta no sea inferior al monto total del aporte que hubiera 

generado en el Régimen de Prima Media de haber permanecido en él y los 

rendimientos que se hubiere obtenido, se excedió la facultad reglamentaria 

del Gobierno Nacional.  

 

 

2.6 Jurisprudencia del Consejo de Estado Frente al Régimen de 

Transición de Pensiones  

                                                           
19 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P. Gerardo Arenas Monsalve – Bogotá 6 de abril de 2011 – radicación número: 
11001-03-25-000-2007-00054-00(1095-07). 
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El Consejo de Estado, como máximo tribunal de la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, ha emitido diversos pronunciamientos frente a la 

aplicación del régimen de transición en pensiones, entre los cuales 

encontramos los siguientes: 

 

El Consejo de Estado, en sentencia del 30 de abril de 2003, se refirió a la 

aplicación del Régimen de transición en los siguientes términos:  

Dolores María De La Cruz De Pastrana, actuando en nombre 

propio, solicita el reconocimiento y pago de la pensión de 

jubilación a partir del 20 de marzo de 1998, en cuantía del 75% de 

los ingresos percibidos durante el último año de servicios en 

calidad de Procuradora Delegada ante el Consejo de Estado, y la 

declaración de que dicha pensión, por disposición legal, no está 

sujeta al tope del régimen ordinario de pensiones. Para acceder a 

los beneficios del régimen de transición sólo se requiere tener 

la edad o el tiempo de servicios consagrados en la norma, sin 

que pueda entenderse que existen otros requisitos 

adicionales a los ya citados. Como el I.S.S. le dio a la Ley un 

alcance que no tiene para la viabilidad del régimen de transición, 

indudablemente incurrió con este proceder en una práctica 

discriminatoria, pues a pesar de que el trabajador cumple los 

requisitos legales exigidos, se le despoja de los beneficios del 

régimen, vulnerándosele así sus derechos. El “régimen anterior 

al cual se encuentre afiliado”, exigido en el artículo 36 de la 

ley 100 de 1993, no se puede entender como sinónimo de 

vínculo laboral vigente, ya que es posible que antes de la 

expedición de la citada ley, se tengan 15 o más años de 

servicios cotizados y por diversas circunstancias se carezca 

de vínculo laboral a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993. Esta situación no es un impedimento para acceder al 

beneficio que la ley establece. En el caso que ocupa la atención 

de la Sala se encuentra acreditado que la demandante nació el 26 

de enero de 1940, por lo que para el 1 de abril de 1994, fecha en 

que entró en vigencia la ley 100 de1993, tenía más de 35 años de 
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edad e indudablemente estaba cobijada por las prerrogativas del 

régimen de transición.20 (Negrilla fuera de texto) 

 

En la sentencia trascrita, el Consejo de Estado hizo una interpretación del 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993, en lo que refiere al inciso 2 de la norma 

cuando indicó: 

 
La edad para acceder a la pensión de vejez, el tiempo de servicio 

o el número de semanas cotizadas, y el monto de la pensión de 

vejez de las personas que al momento de entrar en vigencia el 

Sistema tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son 

mujeres o cuarenta (40) o más años de edad si son hombres, o 

quince (15) o más años de servicios cotizados, será la establecida 

en el régimen anterior al cual se encuentren afiliados. (Negrilla 

fuera de texto) 

 
Como reseña la sentencia en el aparte de la norma que expresa «al cual se 

encuentren afiliados», no debe entenderse como que la persona debe 

encontrarse con vínculo laboral a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993, ya que los únicos requisitos que se deben tener en cuenta para la 

aplicación del régimen de transición es tener 35 años si son mujeres o 40 si 

son hombres o 15 años de servicio a la entrada en vigencia de la norma 

citada.  

El Consejo de Estado en sentencia de 4 de agosto de 2010 se refirió a la 

aplicación del Régimen de transición en los siguientes términos:  

En lo concerniente al monto de la pensión, los elementos que 

describen la integración del régimen de transición son quizá más 

amplios que los atrás analizados pues dada la cantidad de 

sistemas excepcionales de pensión de jubilación, las situaciones 

jurídicas consolidadas dentro del tránsito legislativo resultan de 

                                                           
20 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P Jesús María Lemos Bustamante – Bogotá 30 de abril de 2003 – radicación 
número: 25000-23-25-000-2000-1227-01(581-02). 
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difícil sistematización, aun así, habrá que precisar que hacen parte 

del régimen de transición la totalidad de elementos con capacidad 

de determinar o influir el valor de la pensión y que dentro del 

ámbito del régimen de transición hayan tenido vocación jurídica 

para estructurar y consolidar en cada caso una determinada 

situación. En efecto, integran el régimen de transición el 

derecho a permanecer en el empleo hasta la edad de retiro 

forzoso -asunto precisamente debatido en esta causa-, 

porque esta prerrogativa es particularmente incidente en la 

fijación del valor del monto pensional, o en algunos casos, el 

derecho a obtener la liquidación del valor de la pensión a 

partir de la totalidad de los ingresos percibidos de forma 

mensual, sin descontar aquellos en los que estrictamente se 

hicieron aportes conforme al régimen anterior, de manera que 

la integración de este elemento en los regímenes de transición se 

completa con todos aquellos que de manera directa tienen 

capacidad para determinar el valor de la liquidación o reliquidación 

pensional, por lo que el fallador debe abarcar su análisis para 

identificar en cada caso el derecho a la transición más allá del 

mero contenido descriptivo de la norma al fijar los condicionantes 

para el cálculo del quantum pensional. 

En esta perspectiva, la aplicación de la Ley 797 de 2003 en su 

artículo 9° parágrafo 3°, en cuanto estipula como justa causa para 

dar por terminado el contrato de trabajo o la relación legal y 

reglamentaria el cumplimiento de los requisitos establecidos para 

tener derecho a la pensión, se supedita al respeto del derecho 

de transición en el componente que examinamos, pues si el 

empleado consolidó sus derechos atendiendo la posibilidad 

de diferir el goce de su pensión y acceder a la reliquidación 

del monto de pensión prevista en el artículo 150 de la Ley 100 

de 1993, es indiscutible que por efecto del derecho a la 

transición: i) podrá quedarse en el empleo para reajustar su 

derecho pensional más allá de la fecha en que se le notificó el 

acto administrativo que reconoce su derecho a la pensión de 

jubilación, y ii) no podrá ser obligado a retirarse por el sólo 

hecho de haberse expedido a su favor resolución de 

jubilación, si no ha llegado a la edad de retiro forzoso, toda 

vez que el derecho a la transición y la concreción del derecho 
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pensional a la luz del mismo, le preservan y habilitan la 

posibilidad de reliquidar el valor de su pensión en los eventos 

allí determinados. (Negrilla fuera de texto) 

En estas condiciones el componente económico del derecho de 

transición, convoca en su estructura a otras normas que 

ciertamente poseen relación directa con los elementos 

integradores del mismo, sin que el fallador pueda alegar una 

situación de derogatoria de la Ley como pretexto para desconocer 

los alcances de un régimen de transición configurado y habilitado 

por el propio Legislador. Aquí sin duda milita una situación de 

confianza legítima que el orden jurídico no puede desconocer.21  

 

En esta sentencia el Consejo de Estado analizó los componentes que hacen 

parte del Régimen de Transición, y para el caso particular el que tienen las 

personas sujetas al Régimen de permanecer en su cargo hasta la edad de 

retiro forzoso. La decisión tomada en sentencia es que el parágrafo 3 del 

artículo 9 de la Ley 797 de 2003, no puede ser aplicado a los afiliados que 

sean cobijados por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, ya que la 

permanencia en el cargo hasta la edad de retiro forzoso, influye 

directamente en el monto de la mesada pensional que éste pueda percibir, 

ya que la misma puede ser mejorada por el ingreso que éste perciba para el 

momento de su retiro. 

 

El Consejo de Estado en sentencia de 6 de abril de 2011 se refirió a la 

aplicación del Régimen de transición en los siguientes términos:  

 

Al efectuar la Sala una comparación entre las condiciones 

previstas por la Corte Constitucional al declarar exequibles 

los incisos 4 y 5 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y los 

                                                           
21 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren – Bogotá 4 de agosto de 2010 – 
radicación número: 25000-23-25-000-2004-06145-01(2533-07). 
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requisitos del artículo 3 del Decreto 3800 de 2003, en especial 

el literal b), objeto de la demanda, se encuentra que no hay 

identidad entre los mismos, ya que lo dispuesto en el decreto 

reglamentario resulta lesivo, en la mayoría de las ocasiones, 

para quienes tienen la intención de volver al RPM con los 

beneficios de la transición, pues el saldo de la cuenta pensional, 

incluyendo sus rendimientos, no resulta suficiente para equiparar 

la rentabilidad que obtiene el fondo común que por ley – art. 52 

L.100/93- administra el Instituto de Seguros Sociales, […] 

En efecto, al exigir el decreto reglamentario que para 

mantener el régimen de transición es necesario que el saldo 

de la cuenta no sea inferior al monto total del aporte en caso 

de que hubieren permanecido en el RPM y agregar, además, 

que el cálculo del saldo se conforma "incluyendo los 

rendimientos que se hubieren obtenido en este último", se 

coloca a quienes pretenden recuperar la transición en una 

condición que, en palabras del actor, resulta en la práctica 

casi imposible de cumplir, si se tiene en cuenta que un sencillo 

análisis financiero permitiría concluir que los rendimientos globales 

de los recursos del fondo común que está conformado, entre 

otros, por los aportes legales de todos los afiliados, resultan ser 

muy superiores a los obtenidos en cada una de las cuentas 

individuales e independientes del fondo de pensiones en el RAIS. 

De lo anterior se colige que el gobierno al dictar un decreto por el 

cual se reglamenta el literal e) del artículo 13 de la Ley 100 de 

1993, incluyó dentro del texto del mismo, la forma como deber 

darse aplicación al régimen de transición, situación que está 

prevista en una norma diferente de la misma ley, vale decir, en el 

artículo 36. 

Adicionalmente, introdujo una restricción que hace nugatoria en la 

práctica la conservación del régimen de transición bajo las 

condiciones de la sentencia C-789-02, puesto que las personas 

beneficiarias de la transición, a pesar de haber cotizado por 

mínimo 15 años al 1º de abril de 1994 y se trasladaron al RAIS, al 

no poder obtener en este régimen una pensión que 

subjetivamente resulte suficiente para garantizar sus expectativas 

de vida, deciden regresar entonces al RPM, y terminan por 

soportar, como lo ha expresado la jurisprudencia constitucional, 
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"una carga de solidaridad que desborda el equilibrio de las que 

regularmente deben asumir los ciudadanos". 

Es que los afiliados al Sistema General de Pensiones 

únicamente deben cumplir los requisitos establecidos 

expresamente por las normas legales, independientemente de 

la rentabilidad que se obtenga, pues dicha circunstancia es 

totalmente ajena al aportante, quien, vale decir, ni siquiera 

puede decidir la forma y condiciones en que van a ser 

invertidos los recursos de sus cotizaciones, pues son las 

sociedades administradoras de fondos de pensiones quienes, 

conforme a lo dispuesto en los artículos 100 y siguientes de la Ley 

100 de 1993 con las modificaciones efectuadas por la Ley 1328 de 

2009 (arts. 51 y ss.), invertirán los recursos del sistema bajo los 

límites que para el efecto establezca el Gobierno Nacional a través 

de la hoy Superintendencia Financiera, garantizando en todo caso 

una rentabilidad mínima de cada uno de los fondos de pensiones 

determinada por el mismo gobierno.22 (Negrilla fuera de texto) 

 

Es esta sentencia, tal como se dijo en el capítulo de pérdida del Régimen de 

Transición, el Consejo de Estado evitó que el Gobierno Nacional impidiera 

que aquellos afiliados que por haberse trasladado al Régimen de Ahorro 

Individual y pudiéndose trasladar al Régimen de Prima Media, quedaran 

condicionados a que su saldo de la cuenta no fuera inferior al monto total del 

aporte que hubiera generado en el Régimen de Prima Media de haber 

permanecido en él, para poderse trasladar de régimen. 

 

El Consejo de Estado en sentencia de 7 de marzo de 2013 se refirió a la 

aplicación del Régimen de transición en los siguientes términos 

A más de lo anterior, ésta Subsección, con idéntico ponente de 

quien se ocupa de ésta providencia, en sentencia de 25 de 

noviembre de 2010, dentro del proceso radicado con el No. 

                                                           
22 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo ─ Sección Segunda ─ 
C.P. Gerardo Arenas Monsalve ─ 6 de abril de 2011 ─ radicación número: 11001-
03-25-000-2007-00054-00(1095-07). 
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25000232500020070075401 (0489-09), en un caso similar 

consideró que el derecho a pensionarse bajo los parámetros 

establecidos en el sistema anterior a aquel establecido en la Ley 

100 de 1993, es una expectativa legítima para los que cumplieron 

por lo menos uno de los requisitos para formar parte de dicho 

régimen y acarrea como consecuencia el derecho a trasladarse 

del régimen de ahorro individual al régimen de prima media con 

prestación definida, en cualquier momento para hacer efectivo 

dicho derecho, con la única condición de que al cambiarse se 

traslade todo el ahorro que había efectuado. (Negrilla fuera de 

texto) 

Ahora bien, de acuerdo con todo lo visto, es apenas natural que 

esta Sala reitere su línea argumentativa sobre la no pérdida del 

beneficio de la transición para las personas que a 1° de abril de 

1994 cumplían la edad (40 años hombres y 35 mujeres), pero no 

los 15 años de servicios cotizados, cuando ocurre el traslado del 

régimen de prima media con prestación definida y luego el cambio 

al de ahorro individual con solidaridad, para posteriormente 

regresar al de prima media con prestación definida.23 

En esta oportunidad, y tal como lo señala la sentencia trascrita, el Consejo 

de Estado reitera su línea argumentativa encaminada a la protección del 

régimen de transición de aquellos afiliados que habiéndose trasladado de 

régimen, deciden regresar al Régimen de Prima Media.  

 
Es importante citar que en la presente sentencia se hace énfasis en que 

también aquellos afiliados que adquirieron el régimen de transición por edad; 

es decir, 35 años si son mujeres y 40 años si son hombres, tienen la 

oportunidad de regresar al régimen de prima media en caso de haberse 

traslado, ya que los mismos cuentan con una expectativa legítima por haber 

cumplido uno de los dos requisitos reglados en el artículo 36 de la Ley 100 

de 1993. 

                                                           
23 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección Segunda – 
C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren – Bogotá 7 de marzo de 2013 – radicación 
número: 25000-23-25-000-2010-01214-01(1913-12). 
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Debe tenerse en cuenta, que los fallos traídos a colación son solamente 

algunos de los pronunciamientos que ha emitido el Consejo de Estado, frente 

a la aplicación del Régimen de Transición, pero que los mismos nos permiten 

tener una visión del contexto en que el Consejo de Estado, ha afrontado las 

situaciones que han sido puestas a su conocimiento en la aplicación del 

régimen referido y al cual le ha dado un manto de protección frente a los 

cambios que el Gobierno nacional y las entidades reconocedoras de pensión 

del régimen de prima media han querido dar en los reconocimientos 

pensionales de los regímenes especiales y exceptuados, tales como el 

Decreto 546 de 1971 propio de la Rama Judicial, el Decreto 929 de 1976 de 

los funcionarios de la Contraloría General de la República, la Ley 33 de 1985 

entre otros.  

 

 

2.7 Competencia en Asuntos Pensionales 

 

2.7.1 Competencia en Pensiones en la Jurisdicción Ordinaria  

 

Debe precisarse que la Ley 712 del año 2001, en su artículo segundo definió 

la competencia de la jurisdicción ordinaria en lo referente a los temas de 

seguridad social en los siguientes términos:  

Artículo 2. Competencia General. La Jurisdicción Ordinaria, en sus 

especialidades laboral y de seguridad social conoce de: 

4. Las controversias referentes al sistema de seguridad social 

integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o 

usuarios, los empleadores y las entidades administradoras o 
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prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación 

jurídica y de los actos jurídicos que se controviertan.24 

 
Asimismo, el artículo 8 de la Ley 712 de 2001, que modificó el artículo 11 del 

Decreto Ley 2158 de 1948, por el cual se creó el Código Procesal del 

Trabajo y de la Seguridad Social, reglamenta la competencia territorial para 

el conocimiento de dichos procesos en el que dice que  

«los procesos que se sigan en contra de las entidades que 

conforman el sistema de seguridad social integral, será 

competente el juez laboral del circuito del lugar del domicilio de la 

entidad de seguridad social demandada o el del lugar donde se 

haya surtido la reclamación del respectivo derecho, a elección del 

demandante.25» 

 

Es importante reseñar que dentro de la competencia del juez laboral se 

encuentran exceptuados los suscitados con entidades públicas y empleados 

públicos.  

 

 

2.7.2  Competencia en Pensiones de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa.  

 

Según el tratadista Oscar Dueñas la jurisdicción Contencioso Administrativa 

ha reclamado competencia con respecto a algunos temas del sistema de 

seguridad social integral, cuando los mismos se enmarcan en estas 

situaciones:  

 

                                                           
24 COLOMBIA. Ley 712 de 2001. Por el cual se reforma el Código Procesal del 
Trabajo. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley/2001/ley_0712_2001.html 
 
25 Ibíd. 
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 Cuando se trata del régimen de transición, que escapa al sistema 

general, tratándose de empleados públicos, en cuyo caso sigue 

siendo la jurisdicción contenciosa la competente. Los Tribunales 

Contencioso Administrativos están admitiendo las demandas 

contra los Seguros Sociales y CAJANAL, cuando quien instaura la 

acción esta cobijado por el régimen de transición.  

 

 Los conflictos relacionados con los regímenes de excepción 

establecidos en el artículo 279 de la ley 100 de 1993 no fueron 

asignados por el legislador a la justicia ordinaria laboral, por 

tratarse de regímenes patronales de pensiones o prestacionales 

que no constituyen un conjunto institucional armónico, ya que los 

derechos allí regulados no tienen su fuente en cotizaciones ni en 

la solidaridad social, ni acatan las exigencias técnicas que 

informan el sistema de seguridad social integral.26  

 

Igualmente el autor ha indicado que la posición de los tribunales 

administrativos, cuando el demandante es una persona que reclama su 

pensión, se puede resumir en lo siguiente:  

Tienen competencia para conocer de pensiones, de empleados 

públicos, cuando estos se ubican dentro del artículo 279 de la ley 

100 de 1993 (personas exceptuadas). También, si quedan 

cobijados por regímenes especiales, pero en estos casos, para 

que la persona invoque el mismo, la puerta de entrada es la de 

estar amparada dicha persona por el régimen de transición. O, 

cuando siendo empleado público se acusa un acto administrativo.  

Estos aspectos se enmarcan dentro del derecho de acceso a la 

justicia, en él se ubican el acceso a la jurisdicción y el acceso a la 

pronta resolución. El acceso a la jurisdicción, como su nombre lo 

indica, implica que se actúe ante la jurisdicción pertinente, no 

pudiendo haber dos jurisdicciones concurrentes para solucionar un 

litigio. (Salvo la tutela como mecanismo transitorio). 27 

                                                           
26 DUEÑAS RUIZ, Oscar. Las pensiones. Teoría, Normas y jurisprudencia. Quinta 
edición. Librería Ediciones el Profesional Ltda. 2013. Pág. 112. 
27 Ibid. Pág. 256 
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Por otra parte, la Ley 1437 de 2011, por el cual se expide el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, reglamentó 

en su artículo 104 lo referente al conocimiento de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo en temas de seguridad social en los siguientes 

términos: 

Artículo 104. De la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo 
está instituida para conocer, además de lo dispuesto en la 
Constitución Política y en leyes especiales, de las controversias y 
litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y 
operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando 
ejerzan función administrativa. 

Igualmente conocerá de los siguientes procesos: 

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los 
servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los 
mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una 
persona de derecho público. (Negrilla fuera de texto) 

 

A su vez el Consejo de Estado considera que es competente para conocer 

de las controversias jurídicas sobre prestaciones sociales, cuando estas 

tengan que ver con aquellos empleados públicos excluidos de la ley 100 de 

1993 por el articulo 279 y de quienes estén dentro del régimen de transición 

de pensiones en razón de que no hacen parte de la seguridad social integral 

y se gobiernan por normas diferentes a la ley 100 de 1993.28  

El Consejo de Estado en sentencia de 30 de abril de 2003 se refirió a la 

competencia de los temas relacionados a la seguridad social en los 

siguientes términos: 

 

De la Jurisdicción y Competencia. 

 

                                                           
28 Ibid. Pág. 257 
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[…] En estas condiciones a la jurisdicción ordinaria laboral le fue 

asignado el conocimiento de los asuntos relacionados con el 

sistema de seguridad social integral, en los términos señalados en 

el numeral 4, del artículo 2, de la ley 712 de 2001. 

 

Los conflictos relacionados con los regímenes de excepción 

establecidos en el artículo 279 de la ley 100 de 1993 no fueron 

asignados por el legislador a la justicia ordinaria laboral, “por 

tratarse de regímenes patronales de pensiones o prestaciones que 

no constituyen un conjunto institucional armónico ya que los 

derechos allí regulados no tienen su fuente en cotizaciones ni en 

la solidaridad social, ni acatan las exigencias técnicas que 

informan el sistema de seguridad social integral...”, como lo 

expresó la Sentencia C-1027 de 27 de noviembre de 2002, M.P. 

Dra. Clara Inés Vargas H. 

 

Además de este régimen exceptivo expreso en criterio de la Sala, 

también deben excluirse del conocimiento de la jurisdicción 

ordinaria laboral los regímenes de transición previstos por el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 ya que tampoco hacen parte del 

sistema de seguridad social integral por referirse a la aplicación de 

normas anteriores a su creación. 

 

En la sentencia aludida, al estudiar la demanda de 

inconstitucionalidad contra el numeral 4° del artículo 2 de la Ley 

712 de 2001, por la cual se reforma el Código Procesal del 

Trabajo, la Corte Constitucional en cuanto a los regímenes de 

transición dijo: 

 

Conviene precisar que a contrario sensu, en lo que no 

conforma el sistema de seguridad social integral por 

pertenecer al régimen de excepción de la aplicación de la Ley 

100 de 1993 o los regímenes especiales que surgen de la 

transición prevista en este ordenamiento legal, se preservan 

las competencias establecidas en los Códigos Contencioso 

Administrativo y Procesal del Trabajo, según el caso, y por 

tanto sí influye la naturaleza de la relación jurídica y los actos 

jurídicos que se controviertan, en la forma prevenida en los 

respectivos estatutos procesales”. (Negrilla fuera de texto) 
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Así las cosas, los conflictos jurídicos sobre prestaciones sociales 

de los empleados públicos cobijados por el régimen de transición 

de pensiones, en criterio de la Sala, están excluidos de la 

competencia de la jurisdicción ordinaria pues de ellos conoce el 

juez natural competente según la naturaleza de la relación jurídica 

y de los actos jurídicos que se controvierten, sin que ello tenga 

porqué originar conflictos de jurisdicciones entre la ordinaria y la 

contenciosa administrativa.29 

 

 

Analizados en conjunto, tanto la norma como lo indicado por el Consejo de 

Estado en la sentencia trascrita, aunado a lo indicado por el tratadista Oscar 

Dueñas, debemos tener claridad que la competencia de la jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, frente a los temas de seguridad social se 

encuentran encuadrados en los asuntos que conlleven la aplicación de los 

regímenes especiales y exceptuados de pensiones, que como consecuencia 

directa llevan la aplicación del Régimen de Transición, reglado en el artículo 

36 de la Ley 10 de 1993 y que por ende solo son aplicables a empleados 

públicos. 

2.7.3  Colisión de competencia.  

 

Los conflictos de competencia o colisiones de competencia son decididos por 

regla general por el Consejo Superior de la Judicatura. Estos conflictos de 

deciden en sentencias donde sus pronunciamientos no han sido pacíficos en 

cuanto a quien corresponde conocer frente a temas de seguridad social por 

parte de la Jurisdicciones Contenciosa y Ordinaria. En pronunciamientos han 

indicado que la competencia le corresponde a la justicia ordinaria laboral, 

salvo cuando se trata de personas excluidas por el sistema, según el artículo 

                                                           
29 Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo ─ Sección Segunda ─ 
C.P. Jesús María Lemos Bustamante ─ 30 de abril de 2003 ─ radicación número: 
25000-23-25-000-2000-1227-01(581-02). 
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279 de la ley 100 de 1993, pero al mismo tiempo, dice que la competencia se 

fija según su naturaleza jurídica de la vinculación laboral. 

 
En sentencia del Consejo Superior de la Judicatura del 16 de noviembre de 

2005, el magistrado Jorge Alonso Flechas Díaz, expresó « si se trata de 

vinculación de carácter legal y reglamentario, la jurisdicción competente en 

tal hipótesis es, de conformidad con las normas transcritas, la administrativa. 

Si se trata de trabajadora oficial vinculada mediante contrato de trabajo, la 

jurisdicción competente es la ordinaria laboral». 

 
En sentencia del Consejo Superior de la Judicatura de 7 de marzo de 2012, 

la magistrada María Mercedes López Mora, dijo:  

Sabido es que la Ley 712 de 2001, estimó necesario crear al 

interior de la jurisdicción ordinaria una competencia para 

solucionar controversias referentes al sistema de seguridad social 

integral que se susciten entre los afiliados, beneficiarios o 

usuarios, los empleados y las entidades administradoras o 

prestadoras, cualquiera que sea la naturaleza de la relación 

jurídica y de los actos jurídicos controvertidos, en cabeza de la 

jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad 

social, entendiendo dicha seguridad social como aquella reglada 

en la ley 100 de 1993 bajo la comprensión de salud, pensión y 

riesgos profesionales. 

 

En virtud de lo anterior, la misma ley rectora de la seguridad 

social, exceptuó de dicha competencia algunos regímenes 

especiales, como los previstos en el artículo 279 de esa ley (100 

de 1993), entre ellos, el atinente a los miembros de la Fuerza 

Pública. . Más no se encuentran excluidos el resto de servidores 

públicos o privados que como afiliados pretenden el 

reconocimiento, reajuste, sustitución y demás factores 

determinantes de un litigio pensional, pero sí lo están, quienes 

adquirieron el status antes de su vigencia, a ellos se les aplica la 

normatividad vigente para entonces.” 
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De las sentencias trascritas es dable el afirmar, que el punto de partida para 

determinar a quién corresponde conocer, de un asunto de la seguridad 

social, cuando éste ha suscitado un conflicto de competencia entre la 

jurisdicción de lo Contencioso Administrativo y la Ordinaria, se centra en 

determinar si el demandante se encuentra inmerso en las excepciones 

regladas en el artículo 279 de la Ley 100 de 1993. Lo anterior, en virtud de 

que tanto la Ley 712 de 2001 en su artículo 2 y Ley 1437 de 2011 en su 

artículo 104, se encuentran vigentes, y por lo tanto, es el artículo 279 de la 

Ley 100 de 1993, quien entrega los parámetros para determinar la 

jurisdicción, sobre la base de la calidad del empleado; es decir, si es público 

o privado, y el régimen pensional que se va a aplicar; es decir, si es un 

régimen pensional especial o el régimen pensional del Sistema General de 

Pensiones reglado en la Ley 100 de 1993. 
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Capítulo 3 

 

 Unificación y Extensión de la Jurisprudencia del  

Consejo de Estado 

 

 

3.1 Antecedentes del Recurso de unificación en el Consejo de Estado 

 

El Consejo de Estado ha sido concebido como el máximo tribunal de lo 

Contencioso Administrativo, incluso desde la Constitución de 1886 y su 

reforma de 191030. Dentro de los recursos extraordinarios que se han creado, 

a fin de que cumpla sus funciones, como órgano máximo de lo contencioso 

administrativo, Hasta antes de la expedición de la Ley 1437 de 2011, no se 

reglamentó uno que cumpliera el mismo fin que el que efectúa el Recurso de 

unificación en tutelas por parte de la Corte Constitucional o el Recurso de 

casación en cabeza de la Corte Suprema de Justicia. Lo anterior en gran 

medida porque el Consejo de Estado adopta gran parte de sus decisiones 

actuando en calidad de juez de segunda instancia. 

 

No significa lo anterior, que durante el trascurso del tiempo no se hayan 

expedido normas que busquen la unificación de la jurisprudencia del Consejo 

de Estado y es por ello que desde el artículo 24 del Decreto 528 de 1964, 

«Por el cual se dictan normas sobre organización judicial y competencia», se 

estableció la capacidad unificadora del precedente judicial en lo Contencioso 

Administrativo. 

 

Dicha norma establecía que las Salas y secciones de lo Contencioso 

Administrativo debían sesionar conjuntamente «cuando se trate de modificar 

                                                           
30 MONTAÑA PLATA, Alberto. Dimensión Teórica de la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa en Colombia. Universidad Externado de Colombia. 2005. Pág. 7. 
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alguna jurisprudencia31». La norma era concordante con lo dispuesto en la 

Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, según lo 

dispuesto en el Decreto 1819 de 1964, donde la modificación del precedente 

suponía un estudio calificado, en tanto podría unificar la interpretación de una 

norma legislada. 

 

Seguidamente el Acuerdo 2 de 1971 por el cual se da el «Reglamento del 

Consejo de Estado» reglaba en el artículo 13, que la jurisprudencia en 

materia contencioso-administrativa, consistía en «[…] dos decisiones 

uniformes sobre un mismo punto de derecho32». El artículo en su parte final 

reglaba que todo cambio de jurisprudencia era realizado por la Sala Plena 

Contenciosa, convocada por la Sala o Sección que conozca del asunto y la 

relatoría del Consejo debía rendir un informe sobre si había cambio de 

jurisprudencia. 

 

Posteriormente en el año de 1975 por medio del artículo 2 de la Ley 11, se 

reguló el recurso de Súplica, el cual parecería insinuar una trasformación 

institucional destinada a la unificación jurisprudencial. El artículo citado, 

consagraba que el recurso procedía ante la Sala Plena de lo Contencioso, 

contra autos interlocutorios o sentencias, cuando dicha providencia cambiaba 

la jurisprudencia sin la aprobación de la Sala Plena.  

 

En la ponencia para primer debate ante la Cámara de Representantes, del 

proyecto de ley que se convirtió en la Ley 11 de 1975, el Congresista Simón 

Bossa López, autor de la norma que introdujo el recurso extraordinario de 

súplica, señaló: 

                                                           
31 http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/decreto_ 

0528_1964.htm 
 
32 http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/nuestraentidad/Reglamento 

_CE_Acuerdos_1971-1978.pdf 

http://www.cancilleria.gov.co/sites/default/files/Normograma/docs/decreto_
http://www.consejodeestado.gov.co/documentos/nuestraentidad/Reglamento
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Como según al artículo 24 del Decreto-ley 528 de 1964 son las 

Secciones de la Sala de lo Contencioso-Administrativo las que 

deben proponer la convocatoria de la Sala Plena para los cambios 

de jurisprudencia, se corre el riesgo, como ya ha ocurrido, de que 

alguna de tales Secciones dicte autos interlocutorios o sentencias 

con doctrina que contradiga la jurisprudencia, contrariando así las 

determinaciones de la Sala Plena. Conviene, entonces, precisar el 

alcance del precepto para proteger a la sociedad y a los litigantes 

contra la incertidumbre de tales sorpresas que, de repetirse, 

convertirían al Tribunal Supremo de lo Contencioso-Administrativo 

en cuatro pequeños, independientes y soberanos Consejos de 

Estado. Este inconveniente puede evitarse con un artículo nuevo 

por el que se conceda recurso de súplica a quienes intervienen en 

el proceso, inclusive al agente del ministerio público, respecto de 

autos interlocutorios y de sentencias en los que, sin la intervención 

de la Sala Plena, se varíe o contradiga la jurisprudencia33. 

 

Con la expedición del Decreto 01 de 1984, por el cual se creó el Código 

Contencioso Administrativo, el artículo 268 de la norma en cita, derogó el 

recurso extraordinario de súplica que reglaba la Ley 11 de 1975, porque se 

consideró que debía reemplazarse por un medio de impugnación más 

técnico, en la medida en que aquél buscaba el respeto a la jurisprudencia de 

la Sala Plena, sin reparar si esa jurisprudencia se ajustaba o no a la 

constitución y la Ley. 34 

 

Debe aclararse que si bien el Decreto 01 de 1984, que tuvo su vigencia hasta 

el 1 de julio de 2012, derogó lo referente al recurso extraordinario de súplica 

que reglaba la Ley 11 de 1975, dicho decreto estableció nuevamente en su 

                                                           
33 Consejo de Estado – Sala Plena de lo Contencioso Administrativo – C.P. Joaquín 
Vanín Tello – Bogotá 15 de septiembre de 1986. 
 
34 Ibid. 
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artículo 194, modificado por el artículo 57 de la Ley 446 de 1998, el Recurso 

Extraordinario de Suplica, en los siguientes términos: 

El recurso extraordinario de súplica, procede contra las 

sentencias ejecutoriadas dictadas por cualquiera de las 

secciones o subsecciones del Consejo de Estado. Es causal 

del recurso extraordinario de súplica la violación directa de normas 

sustanciales, ya sea por aplicación indebida, falta de aplicación o 

interpretación errónea de las mismas. Los miembros de la sección 

o subsección falladora estarán excluidos de la decisión, pero 

podrán ser oídos si la sala así lo determina.35 (Subrayado fuera de 

texto) 

Dando a la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, a través de su sala 

plena, una nueva oportunidad de sentar una sola posición frente a las 

decisiones que tomaran las Secciones o subsecciones del Consejo de 

Estado, en los diferentes asuntos de competencia de dicha Jurisdicción; 

dejando en claro que dichas decisiones no tenían la vocación de ser 

sentencias de unificación ya que estas eran tomadas con efectos inter- 

partes y no de obligatorio cumplimiento para un próximo caso en que las 

situaciones de hecho y de derecho fuesen las mismas que dieron origen a la 

sentencia dada mediante el Recurso de Súplica. Dicho artículo fue derogado 

mediante el artículo 2 de la Ley 954 de 2005. 

 

Finalmente la Ley 1395 de 2010, «Por la cual se adoptan medidas en materia 

de descongestión judicial36» en los artículos 4, 114 y 115, marcó un nuevo 

                                                           
35 COLOMBIA. Decreto 01 de 1984. Por el cual se expide el Código Contencioso 
Administrativo. 
http://www.alcaldiabogota.gov.co/sisjur/normas/Norma1.jsp?i=6543 
 
36 COLOMBIA. Ley 1395 de 2010. Por el cual se adoptan medidas en materia de 
descongestión judicial. 
www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1395_2010.html 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1395_2010.html
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camino hacia la unificación de la jurisprudencia del Consejo de Estado, en 

los siguientes términos: 

 

El inciso final del artículo 4 de la Ley 1395 de 2010 señalo la facultad de las 

Salas de Decisión en pleno, para «unificar la jurisprudencia o establecer un 

precedente judicial37». El artículo 114, aunque fue derogado por la Ley 1437 

de 2011, establecía que todas las entidades públicas, en ciertas materias, 

«tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en materia 

ordinaria o contenciosa administrativa […] por los mismos hechos y 

pretensiones, se hubieren proferido en cinco o más casos análogos38». 

 

De su lado el artículo 115, estableció la facultad para que  

 

«[…] los jueces, tribunales, Altas Cortes del Estado, Sala 

Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura y de los 

Consejos Seccionales de la Judicatura para que cuando existan 

precedentes jurisprudenciales, conforme al artículo 230 de la 

Constitución Política, el artículo 10 de la Ley 153 de 1887 y el 

artículo 4º de la Ley 169 de 189639, puedan fallar o decidir casos 

similares que estén al Despacho para fallo sin tener que respetar 

el turno de entrada o de ingreso de los citados procesos […]» 

 

Dichos antecedentes normativos exponen la manera en que el legislador ha 

venido ideando el camino hacia la unificación de la jurisprudencia del 

Consejo de Estado, llevando los efectos del Recurso de Casación, cuyo fin 

primordial es la unificación jurisprudencial, hacia las sentencias emitidas por 

el Consejo de Estado.  

 

                                                           
37 Ibíd. 
 
38 Ibíd. 
 
39 Ibid. 
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Hacia el año de 2007 se expidió el Decreto 4820 de 2007, por el cual se creó 

una Comisión para la reforma a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 

comisión que trajo como efecto la creación del artículo 369 de la Ley 1437 de 

2001, por el cual se reglamentó el Recurso Extraordinario de Unificación de 

Jurisprudencia. 

 

Frente al tema planteado, el ex Consejero de Estado Héctor Romero Díaz, 

ha dicho lo siguiente: 

 

No existe la menor duda sobre la importancia que tiene la creación 

de un recurso extraordinario, se reitera, por las múltiples utilidades 

que tiene la unificación jurisprudencial, con mayor razón ahora, 

debido a que el 1° de agosto de 2006 entraron en funcionamiento 

los jueces administrativos unipersonales y, con ello, la 

redistribución de competencias en toda la jurisdicción. Lo anterior 

puede conducir, si no se crea un nuevo mecanismo unificador, a la 

disgregación de la jurisprudencia de los jueces y los tribunales, y 

con ello a la proliferación de fallos contradictorios, aun en eventos 

similares, lo que no solo causará desconcierto sino perjuicios para 

los usuarios de la administración de justicia y, en general, del 

país40. 

 

Asimismo en las memorias del Seminario Internacional de presentación del 

nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, encontramos que el ex presidente del Consejo de Estado, 

Guillermo Chahín Lizcano, frente a las soluciones planteadas y que fueron 

plasmadas en la Ley 1437 de 2011, frente al Recurso de Unificación de 

Jurisprudencia del Consejo de Estado, dijo: 

 

                                                           
40 ROMERO DÍAZ, Héctor. El Consejo de Estado Como unificador de 
Jurisprudencia. Memorias seminario Franco Colombiano Reforma a la jurisdicción 
contenciosa administrativa. 2011. Pág.353. 
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La primera solución que se planteo fue la de diseñar un recurso de 

casación en Cabeza del Consejo de Estado que permitiera, por vía 

del recurso extraordinario unificar la jurisprudencia contenida en 

las sentencias proferidas por los Tribunales y sentar líneas o 

criterios interpretativos que pudieran seguirse tanto por éstos 

como por las autoridades administrativas, ello habida 

consideración que la Ley 1285 de 2009 reformatoria de la ley 

estatutaria de la administración había dispuesto en el Parágrafo 

del artículo 11 que “El Consejo de Estado también podar actuara 

como Corte de Casación Administrativa. La Ley regulara todos los 

asuntos relacionados con la procedencia y tramite de los recursos, 

ordinarios o extraordinarios, que puedan interponerse contra las 

decisiones que en cada caso se adopten en los procesos que 

cursen ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo”. 

Empero la Corte Constitucional al revisar la constitucionalidad de 

esta norma declaró inexequible, con una peregrina y tautológica 

tesis, el texto referente a la posibilidad de que el Consejo de 

Estado pudiera tener funciones de Corte de Casación 

Administrativa, con lo cual los trabajos adelantados en este 

sentido fueron desechados por la Comisión para buscar otros 

derroteros. 

 

Fue así, como teniendo en cuenta la doble preocupación de no 

violentar la autonomía de los jueces, por una parte y por otra de 

no afectar los derechos fundamentales de las personas, se llegó a 

determinar que era necesario diseñar mecanismos que permitieran 

la unificación tan anhelada de la Jurisprudencia. Igualmente, que 

sin desconocer la autonomía interpretativa de los jueces de 

instancia, la sentencia del Consejo de Estado pudiera tener el 

valor de precedente judicial obligatorio de carácter vertical y la 

posibilidad de aplicación automática por parte de las autoridades 

administrativas a situaciones de hecho semejantes. 

Para fundamentar este propósito se tomó en cuenta la doctrina 

constitucional sentada por la Corte en sentencias como la C-180 

de 2006 en que dijo: “9. La unificación de la jurisprudencia por 

parte de los altos tribunales tiene un papel muy importante en la 

interpretación y la aplicación de las disposiciones jurídicas por 

parte de los jueces, en cuanto garantiza los principios de 

seguridad jurídica y de igualdad de las personas. (…) Con el fin de 
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lograr tales objetivos, en ejercicio de la mencionada libertad de 

configuración normativa, el legislador puede establecer 

mecanismos procesales de unificación de la jurisprudencia, 

mediante recursos o trámites especiales ante las altas 

corporaciones judiciales, y, así mismo, puede modificar o 

suprimir los existentes, con los límites superiores indicados.”; o 

como la C- 836 de 2001 en la que expresó: “La igualdad, además 

de ser un principio vinculante para toda la actividad estatal, está 

consagrado en el artículo 13 de la Carta como derecho 

fundamental de las personas. Este derecho comprende dos 

garantías fundamentales: la igualdad ante la ley y la igualdad de 

protección y trato por parte de las autoridades. Sin embargo, estas 

dos garantías operan conjuntamente en lo que respecta a la 

actividad judicial, pues los jueces interpretan la ley y como 

consecuencia materialmente inseparable de esta interpretación, 

atribuyen determinadas consecuencias jurídicas a las personas 

involucradas en el litigio. Por lo tanto, en lo que respecta a la 

actividad judicial, la igualdad de trato que las autoridades 

deben otorgar a las personas supone además una igualdad y 

en la interpretación en la aplicación de la ley.” 41 (negrillas fuera 

de texto) 

 

Es así como el Recurso de Unificación de Jurisprudencia del Consejo de 

Estado, que trae la Ley 1437 de 2011, llenó el vacío que tenía el Consejo de 

Estado, como máximo tribunal de lo Contencioso Administrativo, 

permitiéndole así sentar posiciones unificadas a asuntos jurídicos 

planteados, entre sus diferentes secciones y subsecciones y por lo tanto 

brindar seguridad jurídica, ante unas mismas razones de hecho y de 

derecho. 

 

3.2 El Recurso Extraordinario de Unificación Jurisprudencial en la Ley 

1437 de 2011 (Artículos 256 a 268)  

                                                           
41 http://quindio.gov.co/home/docs/items/item_109/LIBRO_MEMORIAS_ 

Nuevo_CCA_1.pdf 
 

http://quindio.gov.co/home/docs/items/item_109/LIBRO_MEMORIAS_
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En el derecho colombiano, las sentencias de unificación de tutela y las 

sentencias de casación, realizadas por las Cortes Constitucional y de 

Justicia, han sido reconocidas como fuente de unificación; lo anterior permite 

establecer que dichos órganos judiciales ostenten la calidad de Tribunales de 

cierre de sus respectivas jurisdicciones42. A dicho argumento se ha referido 

la corte constitucional en los siguientes términos:  

 

El reconocimiento de la jurisprudencia como fuente formal de 

derecho, opción adoptada por el legislador en la norma 

demandada, se funda en una postura teórica del Derecho que 

parte de considerar que los textos normativos, bien sea 

constitucionales, legales o reglamentarios, carecen de un único 

sentido, obvio o evidente, sino que solo dan lugar a reglas o 

disposiciones normativas, estas sí dotadas de significado 

concreto, previo un proceso de interpretación del precepto. Esta 

interpretación, cuando es realizada por autoridades investidas de 

facultades constitucionales de unificación de jurisprudencia, 

como sucede con las altas cortes de justicia, adquiere 

carácter vinculante.  

 

El estándar aplicable cuando se trata del acatamiento de las 

decisiones proferidas por la Corte Constitucional, resulta más 

estricto. En efecto, el artículo 243 C.P. confiere a las sentencias 

que adopta este Tribunal en ejercicio del control de 

constitucionalidad efectos erga omnes, hacen tránsito a cosa 

juzgada constitucional e implican la prohibición para todas las 

autoridades de reproducir el contenido material del acto jurídico 

declarado inexequible por razones de fondo, mientras subsistan 

las normas superiores que sirvieron de parámetro para el control. 

En otras palabras, los argumentos que conforman la razón de 

la decisión de los fallos de control de constitucionalidad son 

                                                           
42 COLOMBIA. Constitución política de Colombia. Artículos 234, 235, 241 y 243. 
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fuente formal de derecho, con carácter vinculante ordenado 

por la misma Constitución43. (Subrayado fuera de texto) 

 

Por su parte el Consejo de Estado, si bien es Tribunal Supremo de lo 

Contencioso administrativo44, no ha sido concebido con esa misma finalidad 

unificadora, en razón a que sus sentencias son producto del trámite de 

segunda instancia de procesos iniciados en los Tribunales Administrativos, 

situación sobre la cual ya se ha pronunciado la Corte Constitucional 

señalando que el Consejo de Estado no puede actuar como Corte de 

casación ya que la Constitución no le ha otorgado esa facultad45. 

 

Es así, como el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, reglado en la Ley 1437 de 2011, establece la institución 

jurídica «Recurso Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia». 

Institución que como se ha indicado anteriormente pretende dar al Consejo 

de Estado el papel transformador y unificador que tiene la Corte Suprema de 

Justicia o la Corte Constitucional. 

 

El CPACA le otorga al Consejo de Estado la obligatoriedad de la unificación 

de jurisprudencia, para lo cual desarrolla entre los artículos 256 a 268, el 

Recurso Extraordinario de Unificación de Jurisprudencia, destacándose los 

siguientes artículos: 

Artículo 256. Fines. El recurso extraordinario de unificación de 

jurisprudencia tiene como fin asegurar la unidad de la 

interpretación del derecho, su aplicación uniforme […]  

                                                           
43 Sentencia C–634 de 2011 – Corte Constitucional – M.P. Ernesto Vargas Silva – 
referencia expediente D-8413 – Bogotá 24 de agosto de 2011. 
   
44 COLOMBIA. Constitución Política de Colombia. Artículo 237. 
 
45 Sentencia C-713 de 2008 – Corte Constitucional – M.P. Clara Inés Vargas 
Hernández – referencia expediente P.E. 030 – Bogotá 15 de julio de 2008. 
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Artículo 257. Procedencia. […] El recurso de unificación de 

jurisprudencia no procederá para los asuntos previstos en los 

artículos 86, 87 y 88 de la Constitución Política. 

Artículo 258. Causal. Habrá lugar al recurso extraordinario de 

unificación de jurisprudencia cuando la sentencia impugnada 

contraríe o se oponga a una sentencia de unificación del Consejo 

de Estado. 

Artículo 259. Competencia. Del recurso extraordinario de 

unificación de jurisprudencia conocerá, según el acuerdo 

correspondiente del Consejo de Estado y en atención a su 

especialidad, la respectiva sección de la Sala de lo Contencioso 

Administrativo de la misma Corporación. 

Artículo 267. Efectos de la Sentencia. Si prospera el recurso, total 

o parcialmente, la sala anulará, en lo pertinente, la providencia 

recurrida y dictará la que deba reemplazarla o adoptará las 

decisiones que correspondan.46 

 
De los artículos trascritos se puede concluir, que el Recurso Extraordinario 

de Unificación de Jurisprudencia, tiene como fin esencial, la aplicación de un 

derecho uniforme que le permite garantizar a sus beneficiarios una 

respuesta unificada ante escenarios que demandan iguales situaciones de 

hecho y de derecho.  

 

Asimismo delimita con claridad cuando no es posible la aplicación de dicho 

recurso, como lo es ante la presencia de la acción de tutela, la acción de 

cumplimiento y las acciones populares. Señala como causal directa para su 

aplicación, el pronunciamiento de jurisprudencias contrarias en su sentido, a 

las jurisprudencias de unificación, lo que permite una mayor seguridad 

jurídica. 

                                                           
46COLOMBIA. Ley 1437 de 2011. Por la cual se expide el Código de procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr006.html 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr002.html#86
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr002.html#87
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr002.html#88
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3.3 La Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros 

 

El artículo 10 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso administrativo, consagró como deber de las autoridades, aplicar 

uniformemente la norma y la jurisprudencia, en el momento de resolver los 

asuntos de su competencia.  

 

«Articulo 10. Las disposiciones constitucionales, legales y 

reglamentarias de manera uniforme a situaciones que tengan los 

mismos supuestos fácticos y jurídicos. Con este propósito, al 

adoptar las decisiones de su competencia, deberán tener en 

cuenta las sentencias de unificación jurisprudencial del Consejo 

de Estado en las que se interpreten y apliquen dichas normas.»47  

 

Este artículo fue declarado condicionalmente exequible por la Sentencia de 

la Corte Constitucional C-334 del 24 de agosto de 2011, en el entendido de 

que las autoridades tendrán en cuenta, junto con las sentencias de 

unificación del Consejo de Estado y de manera preferente, las decisiones de 

la Corte Constitucional aplicables a asuntos de contenido administrativo.  

 

Dicho artículo también fue condicionado por el artículo 614 de la Ley 1564 de 

2012, al imponer a las entidades públicas la obligación de solicitar a la 

Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado, el concepto previo, para 

resolver la petición de la extensión de Jurisprudencia.48   

 

                                                           
47 Ibid. 
 
48 COLOMBIA. Ley 1564 de 2012. Por la cual se expide el Código General del 
proceso. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr006.html 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1564_2012_pr006.html
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Posteriormente el Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso administrativo, en su artículo 102 reglamentó la «Extensión de 

la Jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las 

autoridades». Norma que tiene como fin que el ciudadano pueda solicitar 

directamente a la administración, la aplicación de los efectos de una 

sentencia de unificación, cuando sus circunstancias de hecho y de derecho 

son iguales a las de la sentencia de unificación solicitada. 

 

Para la solicitud de lo reglado en el artículo 102, que establece la petición 

especial de la extensión de las sentencias de unificación, se necesita 

además de cumplir los requerimientos generales del derecho de petición, lo 

siguiente 

 

«Articulo 102. Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de 

Estado a terceros por parte de las autoridades. […] (i) Una 

justificación razonada que no es otra que la solicitud de 

reconocimiento de un derecho a partir de la existencia de un fallo 

unificado del Concejo de Estado o de la Corte Constitucional, que 

igualmente reconoce un derecho, caso que el peticionario 

considera igual al suyo y por lo mismo susceptible de ser 

extendido en su favor, (ii) las pruebas que pretende hacer valer y 

(iii) la identificación precisa del fallo objeto de extensión.»49 

 

Igualmente este artículo fue declarado Exequible condicionado, por la 

Sentencia de la Corte Constitucional C-816 del 1 de noviembre de 2011, en 

el entendido de que las autoridades tendrán en cuenta, al extender los 

efectos de las sentencias de unificación jurisprudencial dictadas por el 

Consejo de estado, e interpretar las normas constitucionales bases de sus 

                                                           
49 COLOMBIA. Ley 1437 de 2011. Por la cual se expide el Código de procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr006.html 
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decisiones, el deber de aplicar con preferencia los precedentes de la Corte 

Constitucional.  

 

Por último, en su artículo 269 se reglamentó el «Procedimiento para la 

extensión de la jurisprudencia del consejo de estado a terceros», cuando la 

solicitud ha sido negada en sede administrativa. La norma en cita señalo: 

 

Artículo 269. Procedimiento para la Extensión de la Jurisprudencia 

del Consejo de Estado. Si se niega la extensión de los efectos de 

una sentencia de unificación o la autoridad hubiere guardado 

silencio en los términos del artículo 102 de este Código, el 

interesado podrá acudir ante el Consejo de Estado mediante 

escrito razonado, al que acompañará la copia de la actuación 

surtida ante la autoridad competente.50 

 

Es importante resaltar que existen tres razones por las que la administración 

puede negar la solicitud especial de extensión una sentencia de unificación, 

lo que permite afirmar que la regla es que la petición se conceda salvo esos 

tres casos, que son en síntesis los siguientes:  

 

«(i) que el peticionario no tenga el derecho solicitado, (iii) que el 

tema de que trata la jurisprudencia cuya extensión se pide no sea 

igual a la que es objeto de solicitud y (iii) que la administración no 

esté de acuerdo con la interpretación dada por el concejo de 

estado en el fallo correspondiente.»51 

 

En el procedimiento judicial especial contenido en el artículo 269, según el ex 

Magistrado Danilo Rojas Betancourt, sobresalen tres cosas:  

                                                           
50 Ibid. 
 
51 Ibid. 
 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1437_2011_pr002.html#102
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«(I) El tratamiento informal que ha de imprimírsele al mismo, (II) la 

celeridad y (III) su carácter decisorio. De los primeros da cuenta el 

hecho de que el escrito orientado a que, esencialmente, la 

administración obedezca lo dicho por el Consejo de Estado en su 

jurisprudencia de unificación, no debe dársele un trámite 

semejante al de una demanda con su admisión o corrección.»52  

En conclusión, debemos señalar que esta nueva institución del Derecho 

Administrativo, reglada en los articulos 10, 102 y 269 del CPACA, hace parte 

de las herramientas de la Ley 1437 de 2011, para la protección de los 

derechos de las personas en sede administrativa, que busca la eficacia de la 

funcion pública teniendo en cuenta los principios Contitucionales, en donde 

«el ciudadano se convierte entonces en el centro y núcleo de la actuación 

administrativa53» configurándose así, la normatividad del derecho 

administrativo, en enlace con la parte dogmática y los principios de la 

Constitución Política de Colombia.  

 

Así mismo encontramos que con estas disposiciones se busca, «por una 

parte que la administración decida de manera igual aquellas situaciones que 

presentan circunstancias idénticas; por otra parte, que el servidor público 

tenga la obligación de decidir lo ya resuelto por la justicia, evitando que el 

ciudadano deba acudir ante un juez para buscar un fallo sobre una situación 

que ya ha sido judicialmente resuelta54» creándole un «rígido régimen de 

deberes a cargo de las autoridades públicas55» 

                                                           
52 ROJAS BETANCOURT, Danilo. Instituciones del Derecho Administrativo en el 
nuevo Código, una mirada a la Luz de la ley 1437 de 2011.2012.Pág 95. 
  
53 ALVAREZ JARAMILLO, Fernando. Antecedentes y Presentación General de la 
Ley 1437 de 2011. 2011.Pág.53. 
 
54 Ibíd. Pág. 67. 
 
55 BUITRAGO VALENCIA, Susana. Aportes del Nuevo Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencios Administrativo al ordenamiento 
Jurídico Colombiano. 2011.Pág.449 
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En síntesis, como lo manifiesta el Consejero Rojas Betancourt, que lo más 

importante es «recalcar que el procedimiento administrativo tiene que buscar 

un objetivo, y el objetivo es que el ciudadano no tenga que ir ante el juez 

para resolver los problemas que se plantean ante la administración»56  

Frente a la Extensión de la Jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros 

por parte de las autoridades administrativas y a fin de complementar el tema 

tratado, encontramos al tratadista Augusto Hernández Becerra, quien 

considera que los artículos 10, 102, 269, 270 y 271, del CPACA, introducen 

un práctico sistema de reglas, convirtiendo a la jurisprudencia en un 

instrumento seguro para que el estado brinde a los ciudadanos un trato más 

igualitario y justo, teniendo como eje principal la categoría de sentencia de 

unificación jurisprudencial definida en el artículo 270, y de competencia del 

Consejo de Estado para su expedición, lo que construye una visión 

innovadora de la Jurisprudencia como «fuente de derecho, dirigida a orientar 

tanto la actividad de las autoridades administrativas como la de los propios 

jueces de la jurisdicción de lo contencioso administrativo».57  

 

 

 

  

                                                           
56 ROJAS BETANCOURT, Danilo. Instituciones del Derecho Administrativo en el 
nuevo Código, una mirada a la Luz de la ley 1437 de 2011.2012. Pag. 94. 
 
57 HERNANDEZ BECERRA, Augusto. La Jurisprudencia en el Nuevo Código. En 
memorias del seminario internacional de presentacion del nuevo Código Ley 1437 
de 2011. 2011. Pág. 22. 
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Capítulo 4 

 

Aproximación problemática 

 

 
4.1 Sentencias de Unificación de Régimen Pensional emitidas por el  

   Consejo de Estado  

                 

En este subcapítulo haremos una reseña de las sentencias de unificación 

emitidas por el Consejo de Estado, en lo que se refiere a la aplicación del 

régimen de transición pensional de los empleados públicos, abordando como 

primera medida el interrogante de si las sentencias de unificación emitidas 

antes de la expedición de la Ley 1437 de 2011, también les son aplicables 

sus efectos mediante el procedimiento de la extensión de la jurisprudencia. 

 

Frente al interrogante planteado tenemos, que el Ministerio de Justicia y del 

Derecho, por solicitud de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica, solicitó a 

la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, su concepto 

frente a los siguientes preguntas: 

 

1. ¿De las sentencias proferidas con anterioridad a la entrada en 

vigencia del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, solo puedan ser consideradas 

sentencias de unificación las proferidas por la Sala Plena de lo 

Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, o también 

pueden serlo las de las secciones? 

 

2. ¿Dependiendo de la respuesta a la pregunta anterior, ¿Las 

sentencias proferidas por las secciones del Consejo de Estado 

para unificar la jurisprudencia, anteriores a la entrada en vigencia 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo y de lo 

Contencioso Administrativo, pueden ser consideradas sentencias 

de unificación para efectos del mecanismo de extensión de 

jurisprudencia que creó el mismo Código? 
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Dichos cuestionamientos fueron resueltos por la Sala de Consulta y Servicio 

Civil del Consejo de Estado, donde su concepto fue el siguiente: 

 

Respuesta pregunta número 1: Las sentencias proferidas con 

anterioridad al Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo por la Sala Plena y las Secciones del 

Consejo de Estado con el objeto de unificar jurisprudencia, son 

sentencias de unificación jurisprudencial en los términos del 

artículo 270 de la Ley 1437 de 2011. 

 

Respuesta pregunta número 2: Sí. Las sentencias proferidas por 

las secciones del Consejo de Estado para unificar la 

jurisprudencia, anteriores a la entrada en vigencia del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, 

son sentencias de unificación jurisprudencial que permiten aplicar 

el mecanismo de extensión de jurisprudencia previsto en los 

artículos 102 y 269 del mismo Código.58 

       

De lo anterior se tiene que a todas las sentencias emitidas por el Consejo de 

Estado, tanto en su sala plena como en sus secciones, sin importar la fecha 

en que fueron proferidas, pero que tengan carácter de unificación de 

jurisprudencia, le es aplicable el procedimiento de la extensión de la 

jurisprudencia en los términos de los artículos 102 y 269 del CPACA. 

 

Resuelto el interrogante planteado, entraremos ahora a reseñar 

cronológicamente, las sentencias de unificación, que sobre la aplicación del 

régimen de transición pensional de los empleados públicos, ha proferido el 

órgano máximo de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los 

siguientes términos: primero se indicará un título que hace referencia al 

contenido principal de la sentencia de unificación, seguido por la información 

de consulta de la sentencia citada y por último un extracto de ésta, en el que 

se indica cómo se resolvió el asunto planteado. Así las cosas, tenemos: 
                                                           
58 Consejo de Estado – Sala de Consulta y Servicio Civil – radicado nro. 11001-03-
06-000-2013-00502-00. 



70 
 

 

 No inclusión de los viáticos como factor de liquidación 

pensional en las Leyes 33 y 62 de 1985. 

 
Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección 

Segunda – C.P. Tarsicio Cáceres Toro ─ sentencia de 14 de agosto de 2003 

– radicación número: 25000-23-25-000-1998-48231-01(1782-00).  

 
«[…] En resumen, teniendo en cuenta estas etapas y condiciones, 

los servidores públicos, según se encuentren sometidos a régimen 

general o especial, tendrán derecho a la liquidación pensional 

conforme a la ley y sus reglamentarios que le sean aplicables y 

debidamente interpretada en fallos de la Corte Constitucional y el 

Consejo de Estado sobre la materia. Se recuerda que en este 

proceso se debe definir si son o no computables los viáticos en la 

liquidación pensional, teniendo en cuenta la fecha de ocurrencia 

de los hechos y el régimen aplicable en su momento […] En esas 

condiciones, al tenor de las Leyes 33 y 62 de 1985, interpretada 

como se ha hecho, vigente a la época de consolidación del 

derecho pensional por la parte actora, los VIÁTICOS no estaban 

contemplados como factor apreciable en la liquidación pensional, 

por lo que, se ajusta a derecho la actuación administrativa que en 

el fondo denegó la reclamación de su inclusión. De esta manera, 

la Sala se la Sección Segunda de esta Corporación unifica la 

jurisprudencia sobre este punto de derecho». 

 

En los apartes de la sentencia de unificación trascrita, encontramos que la 

Sección Segunda del Consejo de Estado, estudio la posibilidad de tener 

como factor salarial, los viáticos al momento de liquidar la mesada pensional 

de los servidores públicos. Para resolver dicho asunto, dicha corporación, 

hizo una cronología de normas iniciando con la Ley 4 de 1966, 

posteriormente con la Ley 62 de 1985 y culminado con la Ley 100 de 1993, 

en las que se destacaron los factores salariales enmarcados en las mismas y 

los cuales sirven de base para calcular la mesada pensional. Con base en lo 
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anterior el máximo órgano de la Contencioso Administrativo concluyo que los 

viáticos no podían ser tenidos en cuenta como factor salarial, ya que si bien 

en un primer momento la ley les dio dicha calidad, el artículo 1 de la Ley 62 

de 1985, no los incluyó, situación que nuevamente fue recogida por el 

Decreto 1158 de 1994 que reglamento la Ley 100 de 1993. Así las cosas, 

dicha corporación unifico los criterios jurisprudenciales y determino que los 

viáticos no son un factor salarial que pueda tenerse en cuenta para liquidar la 

mesada pensional ya que los mismos no se encuentran contempladas en la 

normatividad vigente. 

 

 Factores salariales aplicables para liquidación pensional de 

las Leyes 33 y 62 de 1985. 

 
Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección 

Segunda – C.P. Víctor Hernando Alvarado Ardila ─ sentencia de 14 de agosto 

de 2003 – radicación número: 25000-23-25-000-2006-07509-01(0112-09). 

  

«[…] Es por ello que la interpretación que debe darse a la Ley 33 

de 1985, modificada por la Ley 62 de la misma anualidad, es la 

que permite efectivizar en mejor medida los derechos y garantías 

laborales, es decir aquella según la cual las citadas normas no 

enlistan en forma taxativa los factores salariales que componen la 

base de liquidación pensional, sino que permiten incluir todos 

aquellos que fueron devengados por el trabajador, previa 

deducción de los descuentos por aportes que dejaron de 

efectuarse.» 

 

La sentencia de unificación en cita, tuvo un gran impacto en el 

reconocimiento de las mesadas pensionales de los servidores públicos, que 

encontrándose en el régimen de transición del artículo 36 de la Ley 100 de 

1993, les era aplicable los regímenes pensionales de las Leyes 33 y 62 de 

1985. Dicha sentencia unificó los factores salariales que deben tenerse en 

cuenta para liquidar la mesada pensional de dichos servidores, lo que 
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conllevo a un sin número de reliquidaciones de mesadas pensionales ya 

reconocidas. En la sentencia de unificación se estableció que los factores 

salariales consagrados en los regímenes pensionales de las Leyes 33 y 62 

de 1985, así como también los contenidos en el Decreto 1042 de 1978, no 

eran taxativos, por lo que no era viable entenderse que otros factores 

salariales no establecidos en dicha normatividad no pudieran ser tenidos en 

cuenta para liquidar la mesada pensional. Es así como se tiene, que la 

unificación jurisprudencial planteada determinó que todos los factores 

salariales que haya percibido el trabajador como contraprestación de sus 

servicios deben ser tenidos en cuenta para liquidar su mesada pensional, 

previo a realizarse los descuentos de Ley. 

 

  Régimen pensional especial de los empleados del 

Departamento Administrativo de Seguridad (DAS). Inclusión prima 

de riesgo como factor salarial pensional. 

 

Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección 

Segunda – C.P. Gerardo Arenas Monsalve – sentencia de 1 de agosto de 

2013 – radicación número: 44001-23-31-000-2008-00150-01(0070-11).  

 
«[…] Así las cosas, y con el fin de unificar criterios en torno a la 

naturaleza de la prima de riesgo, concluye la Sala, teniendo en 

cuenta lo expresado en precedencia, dicha prestación sí goza de 

una naturaleza salarial intrínseca lo que permite que, en casos 

similares al presente, sea tenida en cuenta como factor salarial 

para efectos de establecer el ingreso base de cotización y 

liquidación de la prestación pensional de los servidores del extinto 

Departamento Administrativo de Seguridad, DAS. » 

 

El Consejo de Estado a través de su sección segunda, unifico la posición 

frente al reconocimiento de la prima de riesgo como factor salarial, al decidir 

un caso sobre el reconocimiento de la mesada pensional de los servidores 

públicos del extinto Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), 
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determinando que si bien existe norma expresa que indica que la prima de 

riesgo no tiene el carácter de factor salarial (Decreto 2646 de 1994), también 

es cierto que la misma cumple las características de salario, al ser una 

prestación que recibe el servidor de manera periódica, personal, directa, en 

calidad de subordinado y como remuneración por sus servicios prestados. 

Dicha tesis se fundamentó en el principio de la «primacía de la realidad 

sobre las formalidades», toda vez que en criterio de dicha corporación no se 

puede menoscabar el derecho que le asiste al trabajador, al no incluir dicho 

factor en el reconocimiento de su mesada pensional, amparándose en la 

existencia de una norma que así lo establece, cuando la realidad es otra. 

 

 Régimen de transición de congresistas. 

 

Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección 

Segunda – C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren ─ sentencia de 22 de 

agosto de 2013 – radicación número: 25000-23-25-000-2006-08441-

01(1423-09). 

 

«Del estudio sistemático de las disposiciones reseñadas infiere la 

Sala, como ya lo hizo en anterior oportunidad, que en lo que al 

Régimen Especial de los Congresistas se refiere, de conformidad 

con lo dispuesto por el Decreto 1359 de 1993, su ámbito de 

aplicación se contrae a quienes a partir del 18 de mayo de 1992, 

fecha de vigencia de la Ley 4ª de 1992, ostenten la calidad de 

Senador o Representante a la Cámara, es decir, que se 

encuentren para dicha fecha en el ejercicio del cargo o lo que es lo 

mismo en condición de actividad parlamentaria, debidamente 

posesionados y afiliados a la Entidad Pensional del Congreso, 

efectuando cumplidamente las cotizaciones y los aportes, tal como 

lo señala su artículo 4º. Igualmente, son destinatarios de este 

Régimen Especial, quienes habiendo sido Congresistas en el 

pasado y que estén pensionados, luego se reincorporen al servicio 

como Parlamentarios encontrándose en condición de activos a la 

fecha de entrada en vigencia de la Ley 4ª de 1992, efectuando el 
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respectivo aporte al Fondo, para lo cual hayan renunciado 

temporalmente a recibir pensión de jubilación reconocida con 

anterioridad, siempre que el nuevo lapso de vinculación al 

Congreso no sea inferior a un año en forma continua o 

discontinua. Encuentra entonces la Sala, que el Régimen Especial 

que gobierna a los Congresistas no puede extender sus 

preceptivas a quienes no se hallen vinculados a la entidad de la 

cual derivan de manera directa e indefectible la especialidad del 

ordenamiento cuya aplicación se alega. Lo contrario sería 

pretender que la labor de un servidor por unos cuantos meses en 

la entidad amparada con un régimen especial, lo revista de sus 

beneficios; con lo que a todas luces, se estaría habilitando la 

incursión en la práctica ilegal comúnmente denominada carrusel 

pensional.» 

El Régimen de transición de los congresistas, fue unificado mediante 

sentencia del Consejo de Estado de 22 de agosto de 2013, al establecerse 

que el mismo solo puede ser aplicable para aquellos funcionarios que 

teniendo 35 años o más si son mujeres, 40 años o más si son hombres o 15 

años de servicios en ambos casos, ostentaban la calidad de senadores o 

representantes a la cámara para el momento de la entrada en vigencia de la 

Ley 100 de 1993; aunado a que los mismos también debían haber tenido 

dicha calidad para la entrada en vigencia de la Ley 4 de 1992. Lo anterior en 

relación a que el régimen pensional de los congresistas establecido en la 

Ley 4 de 1992, solo es aplicable para los funcionarios que a la entrada en 

vigencia de la norma en cita desplegaba dicha calidad.  

Así las cosas, el Consejo de Estado determinó que la aplicación del régimen 

pensional de los congresistas, con la entrada en vigencia de la Ley 100 de 

1993 no podía extenderse a funcionarios que si bien en algún momento 

tuvieron la calidad de senadores o representantes, la misma no coincidió con 

la vigencia de la Ley 4 de 1992. Dicha unificación jurisprudencial fue de gran 

acierto ya que la misma dio por sentada las condiciones para ser aplicable 

un régimen pensional especial y su transición, evitando así el llamado 
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carrusel pensional que permitía que cualquier servidor que laborara unos 

meses como senador o representante a la cámara fuese beneficiario de las 

prebendas establecidas en el régimen pensional propio de los congresistas. 

 Régimen pensional de los funcionarios de la rama judicial y de 

los magistrados de altas corporaciones de justicia. 

 

Consejo de Estado – Sala de lo Contencioso Administrativo – Sección 

Segunda – C.P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren ─ sentencia de 12 de 

septiembre de 2014 – radicación número: 25000-23-42-000-2013-00632-

01(1434-14). 

 

De manera, que la forma como la Sentencia C-258 de 2013 ya 

citada, en la ratio decidendi del pronunciamiento, excluyó de su 

objeto a los regímenes especiales, entre ellos, el contemplado por 

el Decreto 546 de 1971, para luego en forma discordante, cobijarlo 

en el decisum, respecto a un elemento sustancial del mismo 

régimen; configura una contradicción, que debe ser interpretada 

por el fallador, en este caso, el Consejo de Estado, pues no es 

posible que el propio fallo guardián de constitucionalidad, en su 

ratio exprese una esfera de afectación de la decisión y al mismo 

tiempo, al consumar esa decisión, se contradiga desbordando la 

ratio expresada. Con este argumento, la Sala entiende, que el 

acatamiento de la Sentencia C-258 de 2013, supone reconocer su 

relevancia e interpretar sus efectos en el mundo de lo jurídico, 

indicando un juicio de interpretación, que se procederá a discernir. 

Es así como, en la búsqueda del respeto por los regímenes de 

transición, al igual que en aras de la protección de la sostenibilidad 

financiera del sistema pensional, quien laboró en calidad de 

Magistrado de una Alta Corporación habiendo consolidado su 

status pensional al amparo del Decreto 546 de 1971, le asiste el 

derecho al reconocimiento de la pensión jubilatoria, sin sujeción a 

las restricciones establecidas por la Sentencia C-258 de 2013, 

pero, con las limitaciones de que trata el Acto Legislativo 1 de 

2005, concretadas en su financiación por parte del Estado, sobre 

la determinación de los valores efectivamente cotizados por el 

jubilado, que a su turno deben coincidir con los que determine la 
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entidad pensional respectiva, para efecto del reconocimiento. Y, 

los Magistrados de Altas Cortes, que obtienen el reconocimiento 

pensional según lo dispuesto por el Decreto Reglamentario 104 de 

1994, por el contrario, encuentran sujeta su mesada pensional a 

las condiciones determinadas por la Sentencia C-258 de 2013, 

que fueron instituidas con el fin de salvaguardar la equidad y la 

sostenibilidad del sistema. 

Con la sentencia C-258 de 2013, la corte Constitucional sentó un precedente 

importante, al establecer los topes en el reconocimiento de las mesadas 

pensionales para las grandes dignidades del país, como lo son los 

senadores, representantes a la cámara y magistrados de altas cortes, y 

establecer las mismas en un máximo de 25 SMMLV. Dicha situación fue de 

conocimiento por parte del Consejo de Estado que, mediante sentencia de 

unificación estableció, que la misma no podía hacer aplicable a todos los 

magistrados de altas cortes ya que todos no estaban bajo el amparo del 

reconocimiento pensional del Decreto 104 de 1994 reglamentario de la Ley 4 

de 1992.  

Es así como dicha corporación dejo claro que la sentencia C-258 de 2013, 

no es aplicable para los magistrados de las altas cortes que adquieren el 

reconocimiento de su mesada pensional bajo el amparo del Decreto 546 de 

1971, en razón a que la sentencia emitida por la Corte Constitucional fue 

clara al señalar en su ratio decidendi que dicho régimen estaban excluido en 

el estudio de la sentencia en cita. Asimismo se dijo, que cuando un 

magistrado cumple el régimen de transición reglado en el artículo 36 de la 

Ley 100 de 1993, aunado a que también cumpla lo reglado en el artículo 6 

del Decreto 546 de 1971, el reconocimiento de su mesada pensional no está 

condicionada a los topes establecidos por la Corte Constitucional ya que los 

mismos solo son aplicables a los reconocimientos pensionales de los 

magistrados de alta corte amparados por el Decreto 104 de 1994 

reglamentario de la Ley 4 de 1994. 
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En conclusión encontramos que los apartes de las sentencias trascritas, 

señalan los pronunciamientos de la sección segunda del Consejo de Estado, 

en relación a como el régimen de transición influye en el reconocimiento de 

la mesada pensional de los empleados públicos, al referirse a los factores 

salariales a tener en cuenta para su liquidación; así como el régimen 

pensional aplicable a cada funcionario del sector público, con respecto a la 

edad monto y tiempo de cotización. Si bien, no se puede asegurar que están 

sean todas las sentencias de unificación emitidas por el Consejo de Estado, 

en aplicación del régimen de transición pensional de los empleados públicos, 

las mismas fueron las relacionadas mediante consulta hecha a la Relatoría 

del Consejo de Estado.  

 

4.2 Solicitudes de Extensión de Jurisprudencia de Unificación de 

   Régimen Pensional. 

 

En este subcapítulo y a fin de precisar cuántas solicitudes de extensión de 

jurisprudencia se han realizado desde la entrada en vigencia de la Ley 137 

de 2011(2 de julio de 2012), se tomaron dos directrices.  

 

La primera fue solicitar, por medio de derecho de petición, a las entidades 

con funciones de reconocimiento pensional, una estadística que precisara la 

cantidad de solicitudes de extensión de jurisprudencia, de sentencias de 

unificación en aplicación del régimen de transición de empleados públicos, a 

fin de poder tener una mejor ilustración de la aplicación del artículo 102 del 

CPACA, para lo cual dichos derechos de petición indicaban:  
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La petición nunca fue resuelta por dichas entidades, por lo que no se puede 

establecer en qué medida se han realizado solicitudes de extensión de 

jurisprudencia en los términos del artículo 102 del CPACA. 

 

Señores: 

Administradora Colombiana de Pensiones  COLPENSIONES 

Bogotá D.C. 

E S D 

Ref. Derecho de Petición 

 

Luis Humberto Alvarado Guzmán, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía número 

1.032.359.688 expedida en Bogotá, con domicilio en la ciudad de Bogotá, en ejercicio del derecho de 

petición en interés general de información consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política de 

Colombia y con el lleno de los requisitos del artículo 5 y siguientes de la Ley 1437 de 2011; 

respetuosamente me dirijo a su despacho con fines académicos para solicitarle: 1. se sirva informarme 

de forma estadística y especifica la relación de todas las peticiones o solicitudes de extensión de la 

jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades que hasta la fecha hayan 

sido radicadas ante su entidad, y que hagan relación con los derechos prestacionales laborales que 

sean de su competencia, conforme con lo establecido en el artículo 102 de la ley 1437 de 2011, 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 2. Se sirva informarme de 

forma estadística y específica la relación de cuáles de estas peticiones o solicitudes de extensión de 

la jurisprudencia del Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades radicadas ante su 

entidad conforme con el numeral 1 del presente derecho de petición, se han resuelto de manera 

favorable y desfavorable para el peticionario; y 3. Sírvase informarme de forma estadística y 

especifica la relación de todas las peticiones o solicitudes de extensión de la jurisprudencia del 

Consejo de Estado a terceros por parte de las autoridades radicadas ante su entidad conforme con el 

numeral 1 del presente derecho de petición, de cuáles de ellas ha sido notificada su entidad por 

haberse surtido el trámite correspondiente ante el Consejo de Estado. 
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Seguidamente, y nuevamente mediante derecho de petición, al Consejo de 

estado, se le solicitó una estadística que precisara la cantidad de solicitudes 

de extensión de jurisprudencia, de sentencias de unificación en aplicación del 

régimen de transición de empleados públicos, a fin de poder tener una mejor 

ilustración de la aplicación del artículo 269 del CPACA, para lo cual dicho 

derecho de petición indicaba: 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

La solicitud fue resuelta por parte del Consejo de Estado, allegando un 

formato en Excel, en el que se indica lo siguiente:  

 

Numero de proceso Actor Ponente Vigente Clase Proceso 

Consejo de Estado - Secretaría Sección 

Segunda Bogotá D.C. 4 de febrero de 2015  

E S D  

Ref. Derecho de Petición 

 

Luis Humberto Alvarado Guzmán, mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía 

número 1.032.359.688 expedida en Bogotá, con domicilio en la ciudad de Bogotá, en 

ejercicio del derecho de petición en interés general de información consagrado en el 

artículo 23 de la Constitución Política de Colombia y con el lleno de los requisitos del 

artículo 5 y siguientes de la Ley 1437 de 2011; respetuosamente me dirijo a su despacho 

con fines académicos solicitarle: 1. se sirva informarme de forma estadística y especifica la 

relación de todas las peticiones o solicitudes de extensión de la jurisprudencia del Consejo 

de Estado que hasta la fecha hayan sido radicadas ante su entidad, y que hagan relación 

con las sentencias de unificación del régimen pensional, conforme con lo establecido en el 

artículo 269 de la ley 1437 de 2011, Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo 
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11001032500020120052400 

ALFONSO 
ROJAS  

ALFONSO 

VARGAS SI 

LEY 1437 
EXTENSION DE 

JURISPRUDENCIA 

 

 

En una primera columna se indica el número del proceso, seguido de una 

segunda columna con el nombre del demandante; una tercera columna con 

el nombre del magistrado ponente; una cuarta columna indicando si el 

proceso se encuentra vigente y por último una última columna que indica la 

clase de proceso. Dicho cuadro tiene 2262 números de procesos, divididos 

en 7 magistrados, teniendo todavía en reparto los entregados al Ex 

consejero de Estado Víctor Hernando Alvarado Ardila y a la Ex consejera 

Bertha Lucia Ramírez de Páez. 

De este cuadro se pudo extraer lo siguiente: 

Al Consejero de Estado, Alfonso Vargas Rincón, le han correspondido 

por reparto 398 expedientes, entre el 2 de julio de 2012 y el 16 de 

enero de 2015, a razón de 58 expedientes para el año 2012, 118 

expedientes para el año 2013, 168 expedientes para el año 2014 y 54 

expedientes para el año 2015. Del total de expedientes solo 10 se 

encuentran inactivos. 

Al Consejero de Estado, Gerardo Arenas Monsalve, le han 

correspondido por reparto 384 expedientes, entre el 2 de julio de 2012 

y el 16 de enero de 2015, a razón de 57 expedientes para el año 

2012, 183 expedientes para el año 2013, 119 expedientes para el año 

2014 y 24 expedientes para el año 2015. Del total de expedientes sólo 

6 se encuentran inactivos. 

Al Consejero de Estado, Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, le han 

correspondido por reparto 431 expedientes, entre el 2 de julio de 2012 

y el 16 de enero de 2015, a razón de 35 expedientes para el año 
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2012, 203 expedientes para el año 2013, 168 expedientes para el año 

2014 y 25 expedientes para el año 2015. Del total de expedientes sólo 

22 se encuentran inactivos. 

Al Consejero de Estado, Luis Rafael Vergara Quintero, le han 

correspondido por reparto 407 expedientes, entre el 2 de julio de 2012 

y el 16 de enero de 2015, a razón de 69 expedientes para el año 

2012, 192 expedientes para el año 2013, 120 expedientes para el año 

2014 y 26 expedientes para el año 2015. Del total de expedientes sólo 

6 se encuentran inactivos. 

A la Consejera de Estado, Sandra Lisset Ibarra Vélez, le han 

correspondido por reparto 118 expedientes, entre el 6 de octubre de 

2014 (fecha de posesión) y el 16 de enero de 2015, a razón de 1 

expediente para el año 2012, 20 expedientes para el año 2013, 70 

expedientes para el año 2014 y 27 expedientes para el año 2015. Del 

total de expedientes todos se encuentran activos. 

A la ex Consejera de Estado, Bertha Lucia Ramírez de Páez, le 

correspondieron por reparto 379 expedientes, entre el 2 de julio de 

2012 y el 26 de octubre de 2014 (fecha terminación periodo), a razón 

de 56 expedientes para el año 2012, 167 expedientes para el año 

2013 y 156 expedientes para el año 2014. Del total de expedientes 

sólo 38 se encuentran inactivos. 

Al ex Consejero de Estado, Víctor Hernando Alvarado Ardila, le 

correspondieron por reparto 146 expedientes, entre el 2 de julio de 

2012 y el 16 de abril de 2013 (fecha terminación periodo), a razón de 

57 expedientes para el año 2012 y 89 expedientes para el año 2013. 

Del total de expedientes sólo 3 se encuentran inactivos. 
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Así las cosas, tenemos que de las 2262 solicitudes de extensión 

presentadas ante el Consejo de Estado, 333 fueron presentadas en el año 

2012; 970 en el año 2013; 801 en el año 2014 y 156 en lo corrido del año 

2015. Con respecto a expedientes inactivos encontramos 85 para un 

porcentaje del 3.8% de inactividad en las solicitudes presentadas, desde la 

entrada en vigencia de la figura de la extensión de la jurisprudencia. 

 

4.3 Resolución del problema planteado 

Al inicio del presente trabajo, se estableció como pregunta a solucionar la 

siguiente:  

¿ Las sentencias de unificación del Consejo de Estado sobre la 

aplicación del régimen de transición pensional de los empleados 

públicos y los procedimientos reglados en los artículos 102 y 269 

del CPACA son factores que permiten una mayor rapidez en el 

reconocimiento de pensiones por parte de las entidades que tiene 

a su cargo dicha función? 

 
Es así, que a fin de responder la misma, debe dejarse establecido que para 

el presente trabajo la misma carecería de respuesta, frente a la efectividad 

de la extensión de la jurisprudencia en aplicación del régimen de transición 

pensional, en sede administrativa, (Artículo 102 del CPACA), dada la nula 

información estadística por las entidades a su cargo, en el trabajo de campo 

realizado y por lo tanto, la misma se responderá bajo la premisa de cómo ha 

sido su avance frente a lo reglado en el artículo 269 del CPACA. 

 

Al hacer un estudio, en cuanto a la cantidad de solicitudes realizadas al 

Consejo de Estado, para que se extiendan los efectos jurídicos de sus 

sentencias de unificación, referentes a la aplicación del régimen de transición 

pensional; esto es, 2262 solicitudes en apenas 2 años y 7 meses contados 
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desde la entrada en vigencia del artículo 269 del CPACA, se puede 

establecer que dicho procedimiento ha sido determinante en el 

reconocimiento pensional, dada la agilidad del mismo. Lo anterior en razón, a 

que la figura de la Extensión de la Jurisprudencia conlleva a que el solicitante 

haga su petición directamente al órgano de cierre de la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo, y éste valore sus pretensiones, directamente con 

las decisiones unificadas por el Consejo de Estado.  

 

Esta situación ha conllevado a que las entidades con funciones de 

reconocimiento pensional, aunque son renuentes a los reconocimientos 

pensionales, que conlleven la aplicación de los regímenes especiales de 

pensiones, se vean obligadas a obedecer los fallos impartidos por el Consejo 

de Estado, en dichos asuntos, evitándole así un largo proceso ordinario que 

conlleva dos instancias y el cual tendría que surtir el demandante para su 

reconocimiento pensional. Es así como se concluye, que las sentencias de 

unificación y el procedimiento de Extensión de la Jurisprudencia, reglado en 

el artículo 269 del CPACA son herramientas eficaces, en el reconocimiento 

pensional, que conlleve la aplicación de régimen de transición de regímenes 

especiales de pensiones, al brindar un camino más expedito para el 

reconocimiento del mismo por parte de las entidades que tienen a su cargo 

dicha función. 
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CONCLUSIONES 

 

1. La Ley 1437 de 2011, marco un nuevo derrotero frente a la forma de 

tomar las decisiones por parte del Consejo de Estado, a través de sus 

diferentes Secciones y Subsecciones, ya que la misma condenso las 

diferentes posturas jurídicas, que durante el trascurso de los años, se dieron 

alrededor de buscar una figura jurídica que permitiera unificar sus criterios 

jurisprudenciales. 

 

2. Las Sentencias de Unificación emitidas por el Consejo de Estado han 

permitido tener criterios claros y consolidados, frente a temas tan importantes 

como lo es la aplicación del régimen de transición de los regímenes 

especiales de pensiones aplicables a los empleados públicos. 

 

3. Si bien la Ley 1437 de 2011, entró en vigencia el 2 de julio de 2012, se 

debe tener claridad que las sentencias de unificación emitidas con 

anterioridad por la Sala Plena o las secciones del Consejo de Estado, 

también pueden ser aplicadas a través del proceso de Extensión de la 

Jurisprudencia reglado en los articulo 102 y 269 de la norma en cita. 

 

4. El procedimiento de la Extensión de la Jurisprudencia, en aplicación de 

los efectos de una sentencia de unificación proferida por el Consejo de 

Estado, en los términos del artículo 269 de la Ley 1437 de 2011, ha sido una 

herramienta útil ya que ha sido impetrada 2262 veces, en apenas 2 años y 7 

meses en el reconocimiento pensional, que le permite al ciudadano que sus 

peticiones sean resueltas por el órgano de cierre de la jurisdicción, 

suprimiéndoles el proceso ordinario y ayudando a descongestionar los 

juzgados y tribunales. 
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Anexos 
 

Derecho de Petición realizado a COLPENSIONES de fecha 22 de abril de 
2014. 

 
Derecho de Petición realizado a Policía Nacional de fecha 10 de junio de 
2014. 

 
Derecho de Petición realizado a Ministerio de Defensa Nacional de fecha 10 
de abril de 2014. 

 
Derecho de Petición realizado al Consejo de Estado de fecha 4 de febrero de 
2015. 
 

 


